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(*) En anteriores estudios monográficos he analizado distintas fases de la trayectoria
histórica del Tribunal de Cuentas: La Contaduría Mayor de Cuentas ("Revista de Derecho
Judicial", núm. 25); La crisis del antiguo régimen y la jurisdicción contable ("Revista
General de Legislación y Jurisprudencia", núm. 1, año CXVI); El Tribunal de Cuentas
y el nacimiento de la Administración contemporánea (núm. 49 de esta REVISTA); La Revo-
lución de 1868 y el Tribunal de Cuentas ("Revista de Derecho Financiero y Hacienda
Pública", núm. 79).
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auxilio, productividad, obligaciones específicas). D) "Régimen disciplinario": a) Infrac-
ciones: ].« Leves. 2.a Graves. 3.a Muy graves, b) Sanciones. E) "Interrupción del servicio-
activo" (suspensión preventiva y de empleo y sueldo): a) Excedencia forzosa, b) Exce-
dencia por incompatibilidad, c) Excedencia por enfermedad, d) Excedencia voluntaria.
F) "Extinción de la relación de servicio": a) Jubilación (por edad, voluntaria y forzosa),
b) Separación definitiva (condena por delito, sanción disciplinaria, resolución firme del
Tribunal de Honor).

1.—LA ENCRUCIJADA HISTÓRICA.

La tercera década de nuestro siglo constituye una etapa de transi-
ción, una infancia despreocupada tras el doloroso alumbramiento
de 1914. Son los «felices años veinte», en los que conviven «Babbitt» y
muchos negros de alma blanca a la luz de las flamígeras cruces del
Ku-Klux-Klán. Rubias muchachas con la falda por la rodilla y medias
de seda, melena corta y largos collares centelleantes, andan con gracia
junto a hombres de cara marcada y sombrero flexible de ala ancha,
híbridos de «condottiero» y «cow-boy». La balbuciente radio de galena
deja oir el sincopado ritmo del «charleston», y la percusión del «jazz-
band» se mezcla con el escape de los últimos Ford T. Sin embargo, bajo
esta superficie brillante y confiada hay latente una generalizada men-
talidad agresiva, inspirada por una auténtica filosofía de la violen-
cia (1). Una generación alocada e inconsciente pagará trágicamente su
despreocupada alegría con la gran depresión económica, los campos de
concentración y las trincheras.

Las primeras víctimas de la «guerra europea» fueron el capitalismo
imperialista y el liberalismo político a la usanza decimonónica, con su
nostálgico escaparate: la «bélle époque». El esfuerzo industrial con fi-
nes bélicos se transforma en una producción masiva de bienes de con-
iumo, una vez terminada la conflagración. Hombres y mujeres respiran
satisfechos y la prosperidad económica penetra lenta y verticalmente has-
la los estratos económicamente inferiores. La configuración social se alte-
ra, en consecuencia, y los grupos secularmente preteridos (proletarios,

(1) En el fondo de esta filosofía de la violencia se encuentra el culto al héroe, hijo
del pensamiento romántico desde CABLYLF. a WACNER, con SCHOPENHAUER y NIETZSCHF.
(Más allá del bien y del mal). Henri BERCSON, autor de La evolución creadora, defiende
un "misticismo vitalista" fundado en la "fuerza vital", de la que la inteligencia es sólo
una sierva; su obra hidráulica, según la humorística calificación de ORTECA V GASSET,
no apareció hasta 1932 (Les deux sources de la morale et de la religión). Una aplicación
directa de la doctrina de BERGSON fue intentada por Georges SOREL en sus Reflexions
sur la violence (1908).
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mujeres, gente de color) sienten el ansia de la emancipación. Es la hora
de las reivindicaciones feministas y de la mayoría de edad del socialis-
mo, del prometido «hogar judío» y del incipiente deshielo de la colo-
nización, del triunfo definitivo y efectivo de las nacionalidades oprimi-
das. Sobre la idea de la libertad, eje del siglo Xix, los hombres ponen
ahora —y además— el ansia de igualdad y de justicia, incluso en el
plano internacional. La solidaridad colectiva adquiere conciencia de su
papel de protagonista y surgen no sólo amplios movimientos sindicales
dentro de cada país, sino también una Sociedad de las Naciones que
pretende un equilibrio de fuerzas y una paz permanente.

Sin embargo, se produce inevitablemente una dramática tensión en-
tre los nobles propósitos y las complejas situaciones de hecho, donde se
mezclan elementos residuales de posiciones pretéritas y factores dinámi-
ccs de la palpitante problemática del día. Los conflictos sociales se agu-
dizan. En los países cuyo gran desarrollo económico permite una estabi-
lidad política, este hecho se traduce en el triunfo electoral del socialis-
mo : tal sucede en la península escandinava y en Inglaterra, donde el
laborista Ramsay Macdonald ocupa la Presidencia del Gobierno
en 1924. Lenin ha conseguido el triunfo de la revolución roja en la
Rusia derrotada de 1917 y pone en marcha un capitalismo de Estado
como primera etapa en el camino hacia un soñado comunismo. La
Europa empobrecida y desangrada por la guerra, sin una economía su-
ficientemente evolucionada ni auténtica tradición democrática, se en-
cuentra en una dramática encrucijada: frente al liberalismo político,
que se había traducido en la atomización de los partidos y la corrupción
electoral, con Gobiernos claudicantes, surge la creencia de que sólo
un régimen fundado en los principios de «autoridad» y «orden pií-
blico» puede encauzar la vida colectiva; frente al «reto» del comu-
nismo ruso, la respuesta consiste en suprimir la lucha de clases me-
diante la integración de todas las fuerzas económicas, dentro de una
tendencia socializadora; y con estos ingredientes se mezcla un nacio-
nalismo romántico y generalmente agresivo, xenófobo, que en vez de
actuar como fuerza de cohesión de unidades históricas inferiores (se-
gún había ocurrido siglo y medio atrás), conduce ahora una energía dis-
¿rregadora que en lo económico se llamará autarquía, en lo biológico,
racismo, y en lo político, guerra.

Eíte fenómeno, típico de la época, surge por primera vez en Italia
y allí adquiere sus características más espectaculares e incluso el nom-
bre: «fascismo». El 29 de septiembre de 1922 se realiza la «marcha
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sobre Roma», que convierte a Benito Mussolini en el «Duce», cuya su-
gestiva personalidad constituiría el modelo de numerosas imitaciones
posteriores. Unas semanas después, el 2 de noviembre, Mustafá Kémal
pone en pie una nueva Turquía, rejuvenecida y occidentalizada, con
mujeres sin velo y escritura latina. Luego seguirán este camino Austria
y Polonia, España y Portugal (2). Desde una perspectiva filosófica, el
fascismo encuentra su raíz en un irracionalismo intuicionista, comple-
mentado por un notable pesimismo antropológico; sin fe en la perfec-
tibilidad ni en el poder creador básico del hombre, carece por ello de
una visión utópica real sobre el mejoramiento de la organización so-
cial y de las relaciones humanas (3). Desde una perspectiva política, el
fascismo sustituye la concepción, clásica del parlamentarismo, fundado
sobre la libertad individual, la igualdad y el pluralismo político, por la
del «corporativismo», que no contempla individuos, sino grupos porta-
dores de intereses, organizados en función del principio de «jerarquía»
v encauzados ideológicamente mediante el partido tínico (4). Desde la
perspectiva económica, se pretende encontrar un criterio de transacción
entre las viejas tradiciones europeas y las necesidades de la producción
moderna, mediante la fusión de los Sindicatos obreros y patronales en
«corporaciones», que encuadran toda la actividad productiva, bajo la
dirección del Estado. Se produce así una absoluta concentración del po-
der político y económico en las manos del equipo gobernante y surge
el «totalitarismo» (5).

En España el liberalismo y la democracia habían tenido durante el
8'glo xix una vida espasmódica, entre la anarquía y el pronunciamiento.
La Restauración canovista estabilizó la situación política durante cincuen-
ta años y permitió así un nuevo e importante impulso de la industrializa-
ción, favorecida también por la repatriación de capitales como conse-

(2) FRIEDLAENDER, H. E., y OSER, J., Historia economía de la Europa moderna, FCE,
México, 1957. págs. 422 y 432 y sigs.; PALACIO ATAR». Vicente. Manual de Historia Uni-
versal, tomo IV, Edad Contemporánea, Mailrid, 3960: PIRKN.NE, Jacques, Historia Universal.
(Las grandes corrientes de la Historia), vol. VIII, La Segunda Guerra Mundial, 4.a ed.,
Barcelona, 1963, págs. 453 y 455; SALÍS, J. R., Historia del mundo contemporáneo,
tomo III. Madrid, 1961.

(3) MANNHEIM, Karl, Libertad, poder y planificación democrática, FCE, 2.a ed., México,
1960, pág. 42; MENDIZÁBAL ALLENDE, Rafael, Filosofía y planificación, Desarrollo, nú-
mcros 73 y 74; SABINE, Ceorge H.. Historia de la teoría política, FCK. 2.a ed., México,
1963, págs. 632-663.

(4) BOTTAL, Esperienza corporativa y L'ordinamenlo corporativo dello Stato; MALA-
PARTE. Curzio, Técnica del golpe de Estado; Rocco, Alfredo. La transformazione dello
Stato y Dotlrina política del Fascismo (1925).

(5) MYRDAL, Gunnar. El Estado del futuro, FCE. México. 1961, págs. 69-70.
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cuencia de la entrega de Cuba, Puerto Rico y Filipinas a los Estados
Unidos. Sin embargo, la estructura económica permanecía anquilosada,
con un predominio casi absoluto del sector agrario y de la meseta so-
bie las zonas periféricas, comerciales y fabriles, burguesas, por tanto.
La secuela de todo ello fue, por una parte, la corrupción electoral mon-
tada sobre el caciquismo rural, y por otra, una total ausencia de sen-
sibilidad social, que alejó de la normal convivencia política a las masas
trabajadoras y a sus organizaciones. Tal ficción constitucional, obra de
un sincretismo aséptico que se limitó a eliminar los puntos de fricción
SÍD abordarlos directamente, empezó pronto a resquebrajarse, pero su
vacío interno quedó al descubierto descaradamente en una fecha deci-
siva : 1917. Los conflictos sociales proliferan desde la huelga genera]
de ese año hasta el increíble número de 1.361 huelgas parciales en 1920.
I ós partidos dinásticos se disgregan en grupos personalistas. El antago-
nismo entre las Juntas militares de Defensa y el Ejército de África cul-
minará con motivo del derrumbamiento de la Comandancia de Meli-
lla (1921), cuya responsabilidad imputa el Consejo Supremo de Guerra
y Marina a los generales Berenguer, Silvestre y Navarro, no incluidos
como tales en el sumario correspondiente.

Por ello, a nadie sorprendió que una simple conferencia telefónica
desde la Capitanía General de Cataluña fuera suficiente para derribar
al Gobierno de GARCÍA PRIETO, último constitucional, el 9 de septiem-
bre de 1923. El Rey «acepta los hechos» e inmediatamente se constituye
un «Directorio interino», bajo la presidencia del teniente general don
Miguel PRIMO DE RIVERA Y ORBANEJÁ, con cinco generales más. Seis
días después un Real Decreto establece el «Directorio militar», presidido
por PRIMO DE RIVERA y compuesto de nueve Vocales, sin adjudicación
de carteras ni categoría de Ministros, ya que —según propia confesión
de los interesados, en la Exposición de Motivos—' no 'se creen capacita-
dos para el desempeño de tales cargos, afirmación tan sorprendente
como aquella otra en la que el presidente alude a «los 'momentos di-
fíciles del país, que yo he contribuido a provocar». A este Gobierno le
roncede el Rey, por sí y ante sí, «poderes para proponer cuantos De-
cretos convengan a la salud pública, que tendrán fuerza de Ley» (ar-
U'culo 1), bajo una firma única (6). Simultáneamente, otros dos Reales

(6) Los Vocales del Directorio interino fueron los generales MUÑOZ COBOS, SARO.
CAVALCANTI, DABAN y Federico BERENCUEB. El Directorio militar estaba integrado por los
Generales Luis NAVARRO y Alonso DE CELADA, Dalmiro RODRÍCUEZ PEDRÉ, Mario MUSLERA,
Luis HERMOSA, Francisco Ruiz DEL PORTAL, Antonio MAYANDÍA, Francisco GÓMEZ JORDANA,
Adolfo VALLESPINOSA y el contraalmirante Marqués DE MACAZ; con el coronel Godofredo
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Decretos suspenden las garantías constitucionales, declaran el estado
de guerra y disuelven el Congreso de los Diputados, así como la parte
electiva del Senado. El «nuevo régimen» nace con carácter transitorio
y pretende «constituir un breve paréntesis en la marcha constitucional
de España» hasta «restablecer el imperio de la Constitución». Es, por
tanto, una auténtica aDictadura», en el sentido clásico de la expresión,
y con tal nombre fue bautizada por la aguda sensibilidad política del
pueblo español.

La Dictadura no consiguió transformarse en un sistema institucional;
fue simplemente el reflejo de la personalidad paradójica y contradicto-
ria del Dictador, ejemplar del hombre ibérico, sin veleidades mesiáni-
cas, voluble, gesticulante, paternal y retórico, pero no sanguinario; uti-
lizó como instrumentos de coacción la multa o la cárcel, la destitución
o el destierro, pero nunca la eliminación física del enemigo político.
Fn este aspecto dejó una página limpia. Sus coincidencias con otras ver-
siones contemporáneas del mismo fenómeno autoritario fueron superfi-
ciales, por mimetismo ideológico más que por auténtica convicción. Uno
de los protagonistas del régimen, don Eduardo AtrNÓs, dejó esbozadas
las directrices teóricas del nuevo orden: La «Constitución corporativa»
cira sobre el eje del concepto de «Corporación», definida como el «or-
ganismo de Derecho público que encierra dentro de su seno a todos lo»
elementos constitutivos de una profesión o grupo económico, ejerciendo
por delegación del Estado funciones que participan de sus poderes, den-
tro de la órbita de su jurisdicción especial». En la concepción liberal,
el Estado y el individuo aislado se relacionan y enfrentan, mientras
que aquí y ahora la Corporación surge y se configura como un factor
intermedio, de enlace, «entre el individuo diseminado y el Estado om-
nipotente», órgano oficial con un «sentido de integralidad», donde se
produce la «conjunción de las fuerzas productoras...» y de «todos los
intereses situados en planos diversos» (obreros y patronos, propietarios
y arrendatarios, agricultores, comerciantes, profesionales, etc.). Como
coronamiento de esta estructura se considera necesario «el estableci-
miento de una jurisdicción regular del trabajo», encargada de aplicar
el «Derecho corporativo» (7).

NOUVILAS, Presidente de la Junta de Infantería y republicano, como Secretario. El general
MARTÍNEZ ANIDO fue nombrado Subsecretario de la Gobernación y unos meses después,
a principios de 1924, se hizo cargo de la Dirección General de Administración Local el
Abogado del Estado José CALVO SOTELO, procedente del partido maurista, que conocía
perfectamente los proyectos de MAURA sobre el régimen local.

(7) En consecuencia, el Derecho corporativo surge con la finalidad de "dictar las
normas a que han de sujetarse las relaciones sociales y económicas de los distintos ele-
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En 1925, el régimen, que había nacido con vocación de transitorie-
dad, pretende consolidarse. Dos circunstancias coadyuvan al cambio de
rumbo, aparte de la fuerza adhesiva del Poder: una carta de MAURA
a] Dictador, escrita el 11 de febrero, en la que le advierte los peligros
de una larga anormalidad; otra, el éxito de las operaciones militares
en África, como consecuencia de la alianza franco-española, que había
culminado en el desembarco de Alhucemas. Por todo ello, el 3 de di-
ciembre se constituye un «Directorio civil»; bajo la presidencia de
PFIMO DE RIVERA forman el nuevo Gobierno un Vicepresidente y Minis-
tro de la Gobernación, el general MARTÍINÍEZ ANIDO ; el catedrático José
YANCUAS MESSÍA (Estado), el fiscal del Tribunal Supremo GALO PONTE

(Gracia y Justicia), el teniente general DUQUE DE TETUÁN (Guerra) y el
almirante CORNEJO (Marina), el abogado del Estado José CALVO SOTELO

(Hacienda), el ingeniero BEIVJUMEA, conde de Guadalhorce (Fomento), el
profesor Eduardo CALLEJO (Instrucción Pública) y el escritor, jurista y
ex diputado Eduardo AUNÓS (Trabajo, Industria y Comercio). Unos
días después mueren, casi simultáneamente, Pablo IGLESIAS y Antonio
MAURA, dos españoles honestos e ilusionados, representativos de tenden-
cias muy distintas, pero coinc.identes en su rectilínea trayectoria política
y en su incorruptible honestidad personal.

La estabilización institucional del sistema corporativo ofrece varias
fases. Como sondeo preliminar se celebra del 10 al 13 de septiembre
de 1926 un plebiscito. Dos meses después, un Real Decreto-Ley de 26 de
noviembre de 1926, con el refrendo de AUNÓS, establece la Organización
Corporativa Nacional: cada Corporación, integrada por el conjunto de
«Comités paritarios» locales e interlocales de patronos y obreros, intelec-
tuales o manuales, es regida por un Consejo; como eslabón entre los dis-
tinto; Consejos corporativos se crea la Comisión Delegada, órgano con-
sultivo del Ministerio de Trabajo. Más adelante, con ocasión de otro
aniversario del pronunciamiento, se convoca una Asamblea Nacional para
un período de tres años, sin funciones legislativas pero con carác-
ter colaborador, compuesta de 325 a 375 miembros, representantes del
Estado, Provincia y Municipio, de la «gran masa política ciudadana»,
canalizada en la Unión Patriótica, y de las actividades, clases y valores,
la cultura, la producción, el trabajo, el comercio y demás actividades de

mentos de la producción, aplicar a los mismos el Derecho social o las Leyes de carácter
Uiilivu y establecer medidas de protección, dentro de cada oficio o grupo económico-
social, según las circunstancias de lugar y de tiempo". Cfr. AUNÓS, Eduardo, Estudios de
Derecho corporativo, Madrid, 1930, págs. 58-69. También RUIZ-JARAIIO Y BAQUKHO, Fran-
cisco. Jurisdicción social y especialización judicial, Madrid, 1964, págs. 38-39.
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la vida nacional; esta Asamblea, también en la línea corporativa, se
reúne el año 1928 bajo la presidencia de YANGUAS MESSÍA. En 1929 se
formula, finalmente, un proyecto de Constitución, que no llegará a nacer.

Sin embargo, tal estructura política no ofrecía solidez por falta de
una base adecuada. Es cierto que «la masa apolítica ciudadana» (expre-
sión frecuente en los textos del régimen) había acogido su advenimiento
con un margen de esperanza, que también le concedieron algunos pro-
fesionales de la política (ALCALÁ-ZAMORA, Ossomo Y GALLARDO). El par-
tido socialista y la Unión General de Trabajadores aceptaron en prin-
cipio una actitud no beligerante e incluso de «sincera y hasta cierto
punto leal colaboración en los organismos sociales de la Dictadura»;
Francisco LARGO CABALLERO fue nombrado consejero de Estado, los con-
flictos sociales disminuyeron y en cambio aumentaron los afiliados, cons-
tituyendo así las organizaciones política y sindical más fuertes y cohe-
rentes (8). Frente a ellas surgen, por una parte, los Sindicatos libres y
los católicos: por otra, la Unión Patriótica. Los viejos partidos conserva-
dor y liberal habían muerto mucho tiempo atrás. Este ensayo de articu-
lar la vida política en dos bloques macizos, sin la proliferación partidista
anterior, pudo haber permitido quizá una progresiva evolución auténti-
camente democrática, con un efectivo contenido social. Su fracaso fue el
fi acaso de la Dictadura y tuvo repercusiones de onda larga.

En cambio, la oposición frente al Dictador crecía de modo gradual
pero continuo, hasta conseguir la adhesión de las tendencias más dis-
pares ideológica y socialmente: en ella se alinearon SÁNCHEZ GUERRA y
ROMANONES (presidentes de los Cuerpos colegisladores), VALLE-INCLÁN y
GIRAL, MENÉNDEZ PIDAL y Manuel AZAÑA, ORTEGA y LERROUX, MARAÑÓN

y Ángel PESTAÑA, Felipe SÁNCHEZ ROMÁN y Marcelino DOMINGO, Alfonso.
VALBECASAS y MARTÍNEZ BARRIOS, Miguel de UNAMUNO y Miguel MAURA,

BARRIOBERO y Francisco MACIÁ, el capitán general WEYLER (único del
Ejército español), los generales AGUILERA, BATET y Manuel GODED, el co-
mandante FRAISCO, héroe del «Plus Ultra», y el capitán GALÁN, entre
otros; intelectuales, militares y políticos, cadetes, estudiantes y obre-
res, conservadores y anarquistas, el Ateneo, la Federación Universitaria
Escolar y la Academia de Artillería... Esta explosiva conjunción de fuer-
zas heterogéneas, pero unidas para una misma finalidad, encontrará una
coyuntura favorable en la depresión económica mundial, cuyos efectos.
habían empezado a notarse en 1927 y culminaron en octubre de 1929.

(8) AuNÓs, Eduardo, Política social de la Dictadura y colaboración socialista ("Anales
de la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas"), Madrid, 1964.
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La disolución del Cuerpo de Artillería ese mismo año enrarece peligro-
samente el ambiente de las salas de banderas. La baja en la cotización
de la peseta provoca en enero de 1930 la dimisión de CALVO SOTELO,

experto funcionario y buen táctico, pero sin una auténtica concepción
estratégica de la difícil situación financiera. Es el principio del fin. El
26 de enero el Dictador consulta directamente a los Capitanes generales,
que en las respuestas aluden a su fidelidad al Trono, pero omiten toda
referencia al nuevo régimen: el Monarca considera entonces menosca-
bada la regia prerrogativa y don Miguel PRIMO DE RIVERA presenta su
dimisión, que es aceptada inmediatamente (9).

La Dictadura fue madre prolífica del ordenamiento jurídico. Duran-
te estos seis años se promulgaron numerosas normas de toda índole, ge-
neralmente prolijas, entre las que cabe mencionar los «Estatutos» Muni-
cipal y Provincia], de Recaudación y de Clases Pasivas, con sus distintos
Reglamentos, así corno el de procedimiento de las reclamaciones económi-
co-administrativas, obra casi todos ellos de CALVO SOTELO : Au.xós ela-
bora el Código de Trabajo y pone en marcba la organización Corporati-
va; un Código penal se promulga en 1928 (10). La Administración pú-
blica es objeto de diversas reformas en sus aspectos orgánico y personal,
con dignificación del funcionario y mejoramiento de los servicios; en el
aspecto funcional deben mencionarse las obras públicas, la Ciudad Uni-
versitaria de Madrid y las Confederaciones Hidrográficas (11). Como
consecuencia de esta actividad administrativa, la Hacienda pública pre-
senta un período de expansión del gasto, con un aumento de la Deuda;
el sistema tributario se retoca, con propósitos claramente recaudatorios,
sin alterar sus características esenciales : se modifican los distintos im-
puestos de producto, se proyecta un sistema de tributación personal, que.
no prosperaría, y se crean el gravamen sobre el caudal relicto, la patente

(9) BALLESTEROS Y BERETTA, Antonio, Historia de España y su influencia en la His-
toria universal, 2.a ed. corregida y revisada por BAI.LESTEROS-GAIRROIS, Manuel, vol. IT,
tomo VIII, y vol. XII, tomo IX.

(10) En 1926 fue nombrado Vocal de la Comisión General de Codificación el Cate-
drático de Derecho penal don Luis JIMÉNEZ DE ASL'A, figura destacada del socialismo espa-
ñol que renunció por razones políticas y técnicas: disconformidad con el "régimen" y
con el procedimiento de elaboración: necesidad de conseguir previamente la formación
de una magistratura más técnica y científica, y sobre todo la reorganización radical del
sistema penitenciario. En la redacción del nuevo Código Penal intervinieron el Catedrático
don Eugenio CUELLO CALÓX y el mismo Ministro. Cfr. JIMÉNEZ DE ASÚA, Luis, Tratado
de Derecho penal, I, 2.a ed., Buenos Aires, 1956, págs. 723-728.

(11) MARTÍN-RETOMILI.O BAQUER, Sebastián, De las Administraciones autónomas de
las aguas públicas, Instituto "García Oviedo", de la Universidad de Sevilla, 1960, así
como Aguas públicas y obras hidráulicas, Ed. Tecnos, Madrid, 1966.
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nacional de circulación de automóviles y el Monopolio de Petróleos. La
Administración de Justicia sufre también ciertas modificaciones sustan-
ciales (suspensión del Jurado) y se acentúa la intervención de la juris-
dicción militar en cuestiones extrañas a su competencia originaria: en
aspectos secundarios son dignas de mención la reforma de ]a demarcación
judicial, la correlativa desaparición de numerosos «partidos» y la reor-
ganización del Ministerio Fiscal, separado de la Carrera judicial. La
jurisdicción contencioso-administrativa se ve ampliada en la esfera local
y menoscabada en la central, al aumentar los motivos de inejecución de
sus sentencias sin indemnización y suprimirse una de sus dos Salas en
el Tribunal Supremo (12).

En este período la ciencia jurídica ofrece un aspecto brillante, por
la conjunción de numerosas personalidades de gran altura intelectual,
muchas de las cuales ejercerán su magisterio y su influencia en los de-
cenios posteriores. En el Derecho privado deben ser mencionados los
civilistas DE BUEN (Demófilo), GASTAN TOBEÑAS (José) o DE DIEGO (Fe-
lipe-Clemente) y el mercantilista GARRIÓLES (Joaquín) (13). En el De-
recho público aparecen Camilo BARCIA TRELLES (Derecho internacional),
Nicolás PÉREZ SERRANO (Derecho político), Luis JIMÉNEZ DE ASÚA, con-
sagrado ya, y José ANTÓN O\ECA, SU discípulo (Derecho penal). El De-
recho administrativo presenta una serie de figuras muy interesantes, pe-
culiares de un período de transición, que mediante la «vuelta a COI.MEI-

RO» enlazan con la llamada «generación de los renovadores». En Reca-
redo FERNÁNDEZ DE VELASCO «se combinan equilibradamente»... la eru-
dición y la claridad, la inquietud histórica y el rigor dogmático, la pro-
fundidad monográfica y la exhaustividad de un sistema», aun cuando
refleje la innegable influencia de HALRIOI; : la primera edición de su
Resumen de Derecho administrativo y Ciencia de la Administración apa-
rece en 1920 y 1922. Luis JORDANA DE POZAS publica dos años después
su Derecho municipal y más tarde será artífice de una brillante escuela
de administrativistas. Carlos GARCÍA OVIEDO es autor de unas Instituciones
de Derecho administrativo que verán la luz entre 1927 y 1930, con suce-
sivas reediciones. Otros autores inician en esta última parte de la década
su actividad científica: Sabino ALVAREZ-GENDÍN, Cirilo MARTÍN-RETORTI-

LLO v José María Pi Y SuÑER, entre otros (14).

(12) GONZÁLEZ PÉREZ, Jesús, Derecho procesal administrativo, tomo I, 2.-a ed. IEP,
Madrid, 1964, pág. 466.

(13) DE CASTRO Y BRAVO, Federico, Derecho civil de España, Parte general, I, IEP,
Madrid, 1965, págs. 323-324; NÚÑEZ LAGOS, Castán, notas sobre su vida, "Revista General
•de Legislación y Jurisprudencia", 194:5 (octubre), pág. 379, y 1949 (abril), pág. 509.

(14) ENTRENA CUESTA, Rafael, Derecho administrativo, I, Madrid, 1965, pág. 28;
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El Derecho tributario y la Ciencia de la Hacienda están bajo el in-
flujo dominante de una vigorosa personalidad, ya consagrada : FLORES

DE LEMUS, catedrático de la Universidad de Barcelona y luego de la Cen-
tral, fcrmado en la técnica financiera germánica; aunque nunca llegó
a escribir un Manual de su disciplina, su magisterio científico y fu co-
laboración asidua en el Ministerio de Hacienda dejaron una huella im-
borrable; su intervención personal puede rastrearse en numero-as nor-
mas, promulgadas unas y frustradas otras: supresión del impuesto de
Consumos en 1911 y Estatuto municipal de 1924, entre las primeras;
proyectos de exacciones para las Haciendas locales de 1918 y del im-
puesto de la Renta en 1926, entre las otras. En un tono menor, dentro del
campo de la divulgación y de las «contestaciones» para la preparación
de muy distintas oposiciones para ingreso en la Administración pública,
debe recordarse la figura de José María FÁBRECAS DEL PILAR, del Cuerpo
Pericial de Contabilidad del Estado, fecundo pero mediocre científica-
mente, preparador de muchas generaciones de funcionarios del Ministe-
rio de Hacienda (15).

Esta nueva oleada de cultivadores de los Derechos administrativo y
financiero no parece preocuparse demasiado del Tribunal de Cuentas.
Incidenlalmente, con ocasión de comentar la aparición del Real Decreto
de 19 de junio de 1924, FÁBREGAS DEL PILAR ofrece una visión pesimista,
expresiva pero algo desaliñada : «El antiguo Tribunal de Cuentas —dice—
se dio yo no sé qué endiablada maña para vivir sin contacto de ninguna
clase con la vida jurídica, efectiva y real del país... ¿Cuántos aboga-
dos se han puesto la toga para informar ante (sus) Salas o ante (el)
Pleno? La enumeración de ellos, aunque se haga con calma, no producirá
fatiga : quedará terminada en dos minutos... Y un Tribunal, aun cuando
se le llame Supremo y se quiera enaltecer su importancia, cuando vive
separado del cauce por donde se desliza la vida jurídica nacional, es un
Tribunal muerto. ¿Que por qué le ha ocurrido esto al antiguo Tribunal
de Cuentas?... Pues por muchos motivos extraños, algunos de ellos, a su

GARRIDO FALLA, Fernando, Tratado de Derecho administrativo, Parte general, vol. I,
2.a ed.. IKP, Madrid, 1961. págs. 160-161; JOKDANA UK POZAS, Luis, Los cultivadores
españoles de la ciencia de la Policía, "Revista de Estudios de la Vida Local", núm. 17,
septiembre-octubre de 1944, págs. 701-702: NIKTO, Alejandro, Influencias extranjeras en
la evolución de la ciencia española del Derecho administrativo, "Anales de la Universidad
de La Laguna", Facultad de Derecho, III, 1965-1966, fase. ].°, págs. 64-68.

(15) NAIIAKKO MORA, José María, Lecciones de Hacienda Pública, "Principios gene-
rales". 3." ed.. Madrid. 1958. pág. 30; SMJDA DEXKUS, Juan, y BKI.TRÁ.N FLÓKI.Z, Lucas,
Apéndice sobre la Hacienda española, en la versión de la 7.a ed. alemana de la obra
Principios de Hcu ienda, de Fittin.HO-BoE.sr.F.R, Barcelona, 1954, págs. 24, 26 y 509.
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prestigio. Entre todos enunciaré uno, que a mi juicio es el principal:
el empeño de revestir de formas judiciales a simples cuestiones adminis-
trativas. El examen y aun la aprobación de las cuentas parciales de la
Administración pública no tiene carácter judicial mientras no se inicia
una responsabilidad. La Administración activa, por medio de sus órganos
adecuados y bajo su responsabilidad, debía someter al juicio del Tri-
bunal aquellas cuentas en las cuales se destacase el indicio de responsa-
bilidad, con una acción pública encaminada a provocar esa intervención,
siempre que la Administración no lo hubiere hecho espontáneamente.
Proceder de otro modo, empeñándose en que se abra (nominalmente)
un juicio para cada cuenta, hasta para las de "administración de precin-
tos para hacer efectivo el impuesto sobre la achicoria y demás sustancias
con la que se imita el té y el café" es, por lo menos, perder lastimosa-
mente el tiempo. Esos llamados juicios no son contiendas entre partes;
según el antiguo Reglamento, en los juicios de esta clase no interviene
el Ministerio Fiscal, y siendo esto así, ¿dónde aparece la cuestión liti-
giosa, la verdadera materia judicial que exige la intervención de un Tri-
bunal de Justicia? Y así ocurre lo que necesariamente tiene que ocurrir,
que el llamado juicio de las cuentas se convierte en un trámite admi-
nistrativo más y que el Tribunal que lo realiza, como tal Tribunal, que-
da muerto, porque entre la balumba de los expedientes sometidos a su
jurisdicción se confunden y se ahogan aquello.? francamente judiciales,
que son los únicos en que debía entender...». El mismo autor estima que
el flamante Tribunal Supremo de la Hacienda Pública constituye una
reorganización del de Cuentas, con un nuevo nombre, cuya duración
cmo es fácil colegir», montado sobre el patrón italiano y que probable-
mente sufrirá la misma anquilosis de su predecesor como consecuencia
de la absoluta judicialización, previsible aun sin estar aprobado el Re-
glamento correspondiente (16).

2.—EL TRIBUNAL SUPREMO DE LA HACIENDA PÚBLICA : CARACTERÍSTICAS.

El Real Decreto de 19 de junio de 1924, con el refrendo del Presi-
dente del Directorio Militar, promulga el Estatuto del Tribunal Supre-
mo de la Hacienda Pública, la más breve y sucinta de cuantas normas

(16) FÁBBECAS DEI. PILAR, José María, Crónica jurídica, "Revista General de Legis-
lación y Jurisprudencia", año LXXIII, tomo 145, 1924, págs. 88-89.
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han regulado la jurisdicción contable. Precedido de una expresiva mo-
tivación (17), sólo contiene el esquema orgánico del Tribunal, comple-

(17) EXPOSICIÓN. Señor: En todos los tiempos y países, la instauración y acondicio-
namiento del organismo destinado al ejercicio de una austera fiscalización de las hacien-
das públicas ha sido preocupación tenaz de toda organización política. Tal preocupación
se funda, tanto en la imprescindible necesidad de la existencia de dicha función como
en su eficacia. Toda organización política de una sociedad viene obligada, por conve-
niencia de su propia naturaleza a disponer de recursos de carácter material para el
cumplimiento de sus fines, y simultáneamente a su adquisición y distribución, aparece la
necesidad de fiscalizar y criticar su administración como garantía de su acierto y de su
legitimidad. De ahí se infiere que la fiscalización de las haciendas públicas es consustan-
cial con ellas hasta el extremo de que tan imposible es que una hacienda social subsista
sin tal garantía, como que lo haga una colectividad política sin una hacienda propia.
Demostrada la necesidad de que exista la función, viene correlativamente la de hacerlo
enn respecto a la institución que la realice. Reside en las Cortes, con el Rey, la facultad
<Je dictar normas a la actividad financiera del Poder ejecutivo, y como lógica conse-
cuencia de esta manifestación de soberanía, la de apreciar el uso que de sus mandatos se
fíate por dicho Poder. Pero la actividad de '-ste es constante, ininterrumpida, en armó-
nica concordancia con la vida del Estado, mientras que la actuación de las Cortes es
intermitente, periódica, concordante con el carácter de sus egregias facultades, surgiendo
de estas diferentes actividades la necesidad de que exista un nexo entre ambas que
realice la función crítica con la misma continuidad que se desarrolla la función ejecutiva.
Fste nexo es el órgano fiscalizador. Pero como sólo al Poder legislativo le es dado ejercer
íüclia función, por serle privativa, y ésta recae sobre otro Poder, el ejecutivo, cualquier
organismo que la practique forzoso es considerarle como un delegado de aquét, y exornarle
con prestigios, facultades y consideraciones que, al enaltecerlo, le haga digno de su
representación, que la importancia de la función da la categoría del órgano que la
realiza. En nuestra Patria, cierto es que existía ya, como país organizado, el ejercicio de
la función fiscalizadora; pero tan dividida en varios organismos, tan incompleta en su
condicionamiento, con tan raquítico campo de acción, que, triste, pero leal es declararlo,
la escasez de su rendimiento llegó hasta autorizar la duda sobre su utilidad. Estas con-
sideraciones, actuando de honrados y poderosos estímulos, movieron al Directorio militar
;i estudiar el problema y abordar, sin estridencias, pero con energía, su resolución. Para
conseguirlo comenzó analizando la extensión de las funciones hasta hoy ejercidas con
carácter fiscalizador, y pronto apreció que la fiscalización previa, tan interesante para
evitar el daño irreparable por la decisión gubernamental, o advertir a tiempo el error,
estaba apenas esbozada. En orden a la trascendente función social que la fiscalización
financiera representa, estimó que a la colectividad contribuyente, que es tanto como
tlecir a todo ciudadano, se le debía dar la satisfacción de un derecho a cambio de los
deberes que se le exigen, no obstante su intervención parlamentaria, quebrantando el her-
metismo administrativo al dar franca y amplia hospitalidad a la crítica ciudadana, en la
labor económica del Poder ejecutivo.

Respecto a las condiciones del fiscalizador, pudo observar la dependencia inmediata
que del fiscalizado tenía; situación que. restando imparcialidad al juicio y libertad a su
emisión, esterilizaba el propósito cuando no le convertía en disimulador discreto. En
cuanto a su remuneración, fácil le fue colegir la desproporción que existía entre lo ele-
vado de la ¡unción encomendada y la parquedad con que se retribuía, circunstancia que
restaba al organismo poder de atracción suficiente sobre los funcionarios de sólida com-
petencia y sereno juicio que su elevado ministerio demandaba. Pero atento siempre a
sus principios de rigor en castigar los gastos, soluciona el problema felizmente atendiendo
a la necesidad sin gravar más el presupuesto, antes al contrario, aliviándolo. Finalmente,
tsle Directorio militar apreció también que la responsabilidad del Fiscal era tan indeter-
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tado mediante una «plantilla» del personal (18), y expresamente prevé
que el Reglamento «establecerá las reglas de procedimiento que hayan
de observarse en el ejercicio de las funciones encomendadas» al Tribunal;
la pauta general de tal desarrollo reglamentario será no sólo la adecua-
ción a las Leyes y a las necesidades modernas, sino también la simplifi-
cación de trámites, la abreviación de plazos, la supresión de repeticio-
nes, la concreción de sanciones, la unidad de servicios, la celeridad y
eficacia de la función, sin perjuicio de la defensa del cuentadante (por
privación o limitación), pero sin demora para resarcir de daños al Tesoro
público (art. 16 y disp. comp. y trans. 10, K). En consecuencia, otro
Real Decreto de 3 de marzo de 1925,. refrendado por don Antonio MAGAZ

Y PERS, presidente interino del Directorio, aprueba —acón toda la bre-
vedad posible»— el Reglamento orgánico del Tribunal (19), que consti-

minacla, tan poco concreta y diluida, que hacia abortar el estímulo del deber ante la
impunidad del ejercicio del cargo. Conocidas las deficiencias, quedaba la cuestión redu-
cida a la concentración, ampliación y depuración de las funciones fiscalizadoras y a desig-
nar el órgano que había de realizarlas, bien utilizando alguno de los existente», bien
creando uno nuevo. El Directorio militar ha optado, como medio más eficaz para el logro
de sus propósitos, por la creación de un organismo en armonía con la tendencia univer-
sal de las mejores organizaciones y la supresión de todos los existentes. Funda esta deter-
minación en el aprecio de que el Tribunal de Cuentas del Reino, a pesar de su rancia
estirpe, carece de independencia; la Intervención general de la Administración del lis-
tado, de libertad, y la Intervención civil de Guerra y Marina y del Protectorado de
España en Marruecos es una dualidad de funciones. Tales argumentos son los que mueven
al Directorio militar a crear un Instituto fiscalizador único, elevado, amplio, independien-
te, de acreditada competencia y responsable, que realice, con sólidas garantías de acierto,
ecuanimidad, diligencia y eficacia, los fines esenciales de la institución fiscalizadora :
salvaguardia de las haciendas públicas, fiador para el contribuyente de la legitimidad
del empleo de sus esfuerzos, y heraldo del grado de probidad y acierto de los gestores
de los intereses públicos.

(18) El Estatuto comprende 36 artículos, divididos en seis capítulos: I, Del carácter
del Tribunal Supremo de la Hacienda pública (arts. ].°-3.°).—II. De las atribuciones del
Tribunal (arts. 4.°-ll).—III. Del Consejo Interventor de las Cuentas del Estado (ar-
tículos 12-15).—IV. Del examen y juicio de las cuenta?, de los nlcances y desfalcos y de
la cancelación de fianzas (arts. 16-17).—V. De la organización del personal (arts. 18-29).—
VI. De las atribuciones peculiares del Presidente, Secretario general. Magistrados y Juerx-s
de Cuentas (arts. 30-36). Contiene, además, 12 disposiciones complementarias y transitorias,
la primera de las cuales determina que el Real Decreto entrará en vigor el 1 de julio
de 1924.

(19) El Reglamento comprende 328 artículos, divididos en dos títulos, y cada uno
de ellos en trece y nueve capítulos, respectivamente, numerados de modo correlativo.
Título primero: "De la organización de funciones" (arts. l.°-185).—I. De la organización
del Tribunal (arts. l.°-I5).—II. De las funciones interventoras del Presidente del Tribunal
(arts. 16-30): A) De las diferentes clases de intervención a cargo del mismo (arts. 16-23).
B) Del ejercicio especial de la intervención crítica del reconocimiento de obligaciones o
gastos (arts. 24-25). C) Del procedimiento para el ejercicio de la función interventora
(arts. 26-30).—III. De las responsabilidades por deficiencia en la realización de derechos
y por la ordenación de gastos y de pagos indebidos (arts. 31-38).—TV. De las responsa-
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tuye un conjunto farragoso, casuístico y reiterativo de normas; tan
abigarrada prolijidad aparece sustentada por una sintaxis enrevesada y
confusa, en un estilo literario que ofrece la consistencia pastosa del en-
grudo. Es, sin duda, la obra maestra de un probo funcionario puesto al
límite de su capacidad expresiva.

La primera novedad que ofrece el Estatuto es el cambio del nombre

bilidades subsidiarias en los expedientes de cuentas y en los de alcances (arts. 39-42).—
V. bel examen, juicio y fallo de las cuentas (arts. 43-74).—VI. De los expedientes de
reintegro por alcances conocidos fuera del juicio de las cuentas (arts. 75-99).—VII. De
los expedientes de cancelación de fianzas (arts. 100-115).—VIII. De los recursos contra las
resoluciones dictadas en los expedientes de las cuentas, en los de reintegro y en los de
cancelación de fianzas (arts. 116-148): A). Recurso de reposición (art. 117). B) Recluso
de aclaración (art. 118). C) Recurso de apelación (art. 119). D) Recursos de casación
(arts. 120-135): a) Por infracción de Ley (arts. 122-126). 6) Por quebrantamiento de
forma (arts. 127-129). c) Por quebrantamiento de forma y por infracción de Ley (ar-
tículos 130-135). K) Recurso de nulidad (arts. 136-137). F) Recursos de revisión (arts. 138-
147): a) Ordinario (arts. 138-143). 6) Extraordinario (arts. 144-147). G) De la audiencia
en el procedimiento a los particulares interesados (art. 148).—IX. De la ejecución de las
sentencias dictadas en los juicios de las cuentas y en los expedientes de reintegro (ar-
tículos 149-169).—X. De los expedientes de modificación de los presupuestos generales de
gastos (arts. 170-175): A) Intervención previa (arts. 170-173). B) Fiscalización judicial
(arts. 174-175).—XI. De los expedientes de contratos de adquisición de fondos y de obras
y servicios públicos (arts. 176-177).—XII. Del examen y comprobación de las cuentas
generales del Estado y del ejercicio de la función asesora del Consejo Interventor (ar-
tículos 178-183).—XIII. De la reclamación, desglose, devolución, exhibición y cotejo de
documentos (arts. 184-185).—Título segundo: "De la organización del personal" (arts. 186-
328).: XIV. Del Consejo Interventor de las Cuentas generales del Estado (arls. 186-195).—
XV. De la organización del personal (arts. 196-23D.—XVI. De las condiciones necesarias
para desempeñar los cargos del Tribunal, de los honores anejos a los mismos y de las
sustituciones (arts. 235-249).—XVII. Deberes y atribuciones de los funcionarios del Tri-
buna! (arts. 250-270).—XVIII. De las responsabilidades de los funcionarios del Tribunal
(arts. 271-293).—XIX. De los Tribunales de honor (arls. 294-305).—XX. De los Delegados
del Tribunal (arts. 306-315).—XXI. De las responsabilidades de los funcionarios de la
Administración activa en sus relaciones con el Tribunal y de los medios de hacerlas
efectivas (arts. 316-321).—XXII. Del fuero del Tribunal (arts. 322-328). Contiene, además,
una disposición complementaria y trece transitorias, con un apéndice consistente en la
relación nominal de los centros, dependencias, Cuerpos y establecimientos en donde habrá
con carácter permanente Interventores-Delegados del Tribunal Supremo de la Hacienda
pública y número de éstos en cada organismo.

Un Real Decreto de 19 de mayo de 1925, con el refrendo de don Miguel Primo de-
Rivera, rectifica los errores y omisiones padecidos en la publicación oficial del Regla-
mento y afecta al párrafo 2.° del artículo 4.°, al párrafo 1.° del artículo 69, al párrafo 3.°
del artículo 113, al párrafo 1.° del artículo ]19, al párrafo h° del artículo 161. al ar-
tículo 169, al párrafo 1.° del artículo 201, a los párrafos 1.° y 3.° del artículo 204. al
párrafo 3.° del artículo 249, al artículo 257, al número 3.° del artículo 282. al párrafo 1."
del artículo 283 y a la disposición transitoria octava. I .a Real Orden de J8 de febrero
df: 1926 aclara y redacta de nuevo el artículo 239 del Reglamento; esta modificación
se reduce a suprimir las palabras "que desempeñasen", referentes al cargo en el Tri-
bunal, para evitar que un funcionario incompatible pudiera jurar y tomar posesión sin
antes pedir la excedencia en el otro cargo.
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tradicional, escueto, sencillo y funcional, por otro más ampuloso y menos
significativo. >To obstante su denominación, este Tribunal Supremo de
la Hacienda Pública no tiene nada en común con el creado en 1834 al
desdoblarse el Consejo de Hacienda en sus dos vertientes, administrativa
(Ministerio) y judicial (20), como resultado de una deficiente liquida-
ción del sistema polisinodial (21). En la configuración de este Tribunal
Supremo de la Hacienda Pública se abandonan no sólo la tradición es-
pañola, sino la influencia francesa, injertada en aquélla desde 1851, aun-
que sin grandes pretensiones de originalidad, pues la reforma se limita
a sustituir un modelo por otro. Ahora, el patrón utilizado es el italiano,
como consecuencia de la afinidad ideológica de los regímenes políticos
respectivos: el mimetismo ?e refleja tanto en aspectos secundarios (la
italianizante y arcaica expresión de «Estatuto» para la propia norma
orgánica) como en su configuración funcional: la simbiosis de las dos
actividades fiscalizadoras, previa y «consuntiva», peculiar de la «Corle
dei Conti» y propugnada años antes en nuestra patria por el catedrático
don José PIERNAS Y HURTADO.

Este injerto de facultades fiscalizadoras en el Tribunal —comenta-
ría un cuarto de siglo después FÁBRECAS DEL PILAR— se hizo «en frío», y
la construcción así levantada tenía unos cimientos muy débiles, que es-
taban en enorme desproporción con la aparatosa grandiosidad de su fá-
brica, por lo que no pasó de categoría de ficción sin trascendencia real,
expuesta —como le ocurrió— a que bastara el menor soplo para dar con

(20) Mediante seis Reales Decretos dictados el 24 de marzo de 1834 se suprimen los
Consejos de Castilla, Indias, Guerra y Hacienda, se suspende en sus funciones al de
Estado y se reorganiza el de Ordenes; simultáneamente se crean el Tribunal Supremo de
Justicia, el de Guerra y Marina y el de Hacienda, así como el Consejo Real de España
e Indias, que luego ejercería la jurisdicción contencioso-administrativa. El Tribunal Mayor
de Cuentas continúa en el ejercicio de las facultades que le confería la Real Cédula de 10
de noviembre de 1828, según expresa la Real Orden de 28 de enero de 1839. El Tribunal
Supremo de Hacienda comenzó a funcionar el 25 de abril con arreglo a las ordenanzas
que regulaban, en el aspecto contencioso, los Consejos de Hacienda e Indias, mientras se
promulgaba un nuevo Reglamento (Real Orden do 20 de abril de 183-11. El Real Decreto
de 19 de abril de 1834 establece la fórmula para el juramento del Presidente, los Minis-
tros y el Fiscal. Otra Real Orden de 3 de septiembre de 1835 fija la planta del Tribunal
y efectúa los nombramientos correspondientes. El Real Decreto de 13 de septiembre
de 1835 lo suprime. Cfr. MENDIZÁBAL ALLENDE, Rafael, Renacimiento y arraigo de la
demarcación judicial, BIMJ, núm. 725. 15 de febrero de 1967, pág. 4.

(21) El origen de la palabra polisinodúd puede rastrearse hasta 1719, en que se
publica en Amsterdam el Discours sur la Polysinodie, del abate de Saint-Fierre; CORDERO
TORRES, José María, acuña, por su parte, el término sinodiárquico, quizá etimológica-
mente más exacto, en su obra sobre El Consejo de Estado, I. E. P., Madrid, 1944, donde
expone con profundidad y acopio de datos la estructura, el funcionamiento y el significado
de este sistema.
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•ella en tierra (22). Además, esta reorganización se ha interpretado en

•ciertas ocasiones como una ruptura en la trayectoria histórica del Tri-

bunal de Cuentas, al igual que el establecimiento de la Contaduría Ge-

neral Fiscal durante el reinado de Felipe V. Sin embargo, tanto ahora

•como entonces, la solución de continuidad es más aparente que real,

pues no surge ex nihilo un nuevo ser, sino que se produce la fusión

de dos órganos anteriores y la yuxtaposición de sus funciones. En efecto,

la creación del Tribunal Supremo de la Hacienda Pública implica —for-

malmente— la simultánea supresión del Tribunal de Cuentas y de las

Intervenciones General de la Administración del Estado, Civil de Gue-

rra y Marina y del Protectorado de España en Marruecos (disp. comp. y

trans. 2.a, E). Sin embargo, la carne y la sangre del Tribunal permane-

cen intactas: no sólo las funciones «judiciales» del nuevo ente, sino

también su personal, proceden íntegramente del anterior, mientras que

—en cambio— los funcionarios de las Intervenciones extinguidas se ads-

criben a los Ministerios respectivos (disp. comp. y trans. 3.a y 4.a). Por

otra parte, la doble actividad fiscalizadora se ejerce, dentro de su seno,

•con mutua independencia orgánica y funcional, en dos «Secciones» di-

ferentes y encomendadas a dos «grupos completamente separados» de

"funcionarios (arts. 1 y 13, R).

La yuxtaposición de funciones fiscalizadoras y judiciales en el Tri-

bunal creó ciertos problemas insolubles, cuyo reflejo más espectacular

•era la «anómala postura» del Presidente, autentico Jano administrativo;

su doble carácter, como Jefe del Tribunal y como Interventor general

de la Administración del Estado (art. 30, E), le convertía en reo y juez

de sí mismo: por una parte, podía alcanzarle la responsabilidad solida-

ria con los gestores y ordenadores de pagos por un deficiente ejercicio

de la fiscalización previa, y —en tal caso— el enjuiciamiento de su ac-

tividad interventora correspondía a los Magistrados, Jueces y Salas del

propio Tribunal (art. 25, R). Esta cuadratura del círculo jurídico obtuvo

una solución aberrante, pero no hipócrita, que consagraba la impunidad

del Presidente, Interventor general. En efecto, los Magistrados o Jueces

de Cuentas que observen cualquier reparo o cargo que afecte a la actua-

ción personal del Presidente del Tribunal como Interventor general, se

abstendrán de formularlo y lo pondrán en conocimiento —por conducto

de la Secretaría general— a la Junta de Gobierno, que acordará ei ha de

(22) FÁBRECAS DEL PILAR v DÍAZ DK CEVALLOS, José María, El control de la actividad
fiscal del Estado según el Derecho español, Madrid, 1956, págs. 30-31. El mismo autor
liace a continuación otras observaciones sobre las deficiencias del Reglamento en su regu-
lación de la fiscalización previa, así como acerca de su "azarosa vida" posterior.
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prescindirse de tal reparo, por eslimarlo improcedente, o si entiende
(en votación unánime de sus componentes) que debe consignar a las Cor-
tes, mediante una Memoria extraordinaria, la discrepancia surgida entre-
el criterio interventor y el judicial presunto, con suspensión del procedi-
miento hasta que aquéllas resuelvan. Por otra parte, el Presidente, para
el ejercicio de sus facultades fiscnlizadoras previas, podía solicitar in-
forme, verbal o escrito, de la Junta de Gobierno, de su Comisión perma-
nente o del Magistrado o Juez que tuviere encomendada la fiscalización
consuntiva en la materia a que el acto fiscalizable perteneciera o se re-
firiera, en cuyo caso estos órganos quedaban vinculados en su funcióiT
judicial al dictamen ya emitido, aunque lo fuera por funcionario distinto
en el ejercicio de los mismos cargos, sin que hubiera posibilidad de exi-
gir responsabilidad al Presidente en tales casos (arts. 8, 250 y 258, R).
Como podrá observarse, la volatilización de la responsabilidad era abso-
luta. En un análisis superficial parece tener preferencia el enjuiciamien-
to sobre lo enjuiciado, aunque luego (con el pretexto de que se trata
de dos modalidades de fiscalización, concepto único) se parigualan, para
terminar rompiéndose el equilibrio existencial en favor de la función
interventora.

El Estatuto «.judicializa» al Tribunal hasta el máximo. El personal
es totalmente equiparado en denominación, categorías y haberes al de
la Administración de Justicia : desaparece el tradicional y arcaico nom-
bre de «Ministros», cambiado por el de «Magistrados», con «Jueces des-
Cuentas» e incluso —algo más tarde— «Secretarios»; en cambio, para-
dójicamente, el Fiscal es sustituido por el «Magistrado Censor», ya que
—según la Exposición de Motivos— cria responsabilidad (de aquél) era
tan indeterminada, tan poco concreta y diluida, que hacía abortar el
estímulo del deber ante la impunidad del ejercicio del cargo». (Quizá
fuera verdad, pero al nuevo Censor se le. encomiendan las mismas atri-
buciones e idéntica posición orgánica y procesal que al antiguo Fiscal).
T.a asimilación no puede calificarse, en conjunto, como un acierto, aun-
que ofrecía algunas ventajas. Configurada en términos tan absolutos, ol-
vida —por obra del mimetismo— las peculiaridades de la jurisdicción
contable, que han de reflejarse ineludiblamente en su organización, den-
tro de la unidad esencial de lo judicial: el personal técnico de la Conta-
duría o del Tribunal, por exigencia de su propia naturaleza, «glosa»,
examina, revisa o instruye, pero no participa sino mediatamente de fun-
ciones jurisdiccionales. Sin embargo, la nueva regulación no era arbi-
traria, aunque resultara excesiva, pues revelaba la necesidad ineludible
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<le una «profesionalización» de los cargos judiciales del Tribunal y, en

•consecuencia, una correlativa «despolitización», con abandono de los fic-

ticios e inoperantes sistemas selectivos, basados en la «carrera política:»

•dentro de la que la prebenda de Ministro del Tribunal era la sinecura

de una honorable jubilación, en pago de pasados servicios y sin preocu-

pación positiva alguna por la eficacia de la función.

La «judicialización» orgánica, con el reconocimiento implícito, pero

un tanto ambiguo, de la ¡namovilidad, es reflejada funcionalmente en el

ordenamiento procesal, recogido en el Reglamento. Se acentúa la fuerte

e irreversible tendencia a convertir los procedimientos de examen de

cuentas y cobranza de alcances (con los recursos correspondientes) en

auténticos «juicios», tendencia jalonada progresivamente en todas las

Ordenanzas y Leyes orgánicas anteriores. La estructura contradictoria se

dibuja con trazos inequívocos y el equilibrio «administrativo-judicial»,

doble carácter híbrido de los expedientes de reintegro, con predominio

hasta ayer de aquél, se rompe ahora en favor de éste, mediante la absor-

ción por el Tribunal de la facultad de nombrar sus Delegados para la

instrucción (aunque entre el personal de, la Administración), dotados de

cierta independencia funcional: finalmente, como exteriorización ex-

presiva de este desarrollo evolutivo, se produce la pacífica invasión de

la terminología procesal: las resoluciones, como ejemplo más significa-

tivo, se clasifican ahora en providencias, autos y sentencias, y desaparece,

sustituida por aquéllas, la tradicional y errónea denominación de «cen-

sura», que atiende al contenido o resultado y no a la forma.

En otro aspecto, el Tribunal Supremo de la Hacienda Pública preten-

dió reflejar en ciertas directrices de su organización y de sus funciones

la estructura «corporativa» del sistema político en el que estaba inserto.

Así surge el Consejo Interventor de las Cuentas del Estado, órgano ex-

traordinario, de actuación no permanente, con funciones asesoras, en el

que tienen asiento una serie de representantes de las «colectividades de

contribuyentes»: su posición se configura como «la satisfacción de un

derecho» a cambio de los deberes «que se exigen a la colectividad con-

tribuyente, no obstante su intervención parlamentaria, quebrantando el

hermetismo administrativo al dar franca y amplia hospitalidad a la crí-

tica ciudadana en la labor económica del Poder ejecutivo». La concepción

era generosa y potenciabnente fecunda, aunque quizá instrumentada de

forma deficiente. Esta representación de la «masa ciudadana» quedaba

integrada por dos Delegados y un suplente, nombrados por elección sre-

neral entre los miembros integrantes de una serie de Corporaciones ofi-
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cíales (Cámaras del Comercio, de la Industria, Agrícolas, de la Pro-

piedad, Asociaciones de profesiones liberales y Asociaciones obreras).

Son, precisamente, las que formarán parte de la «organización corpora-

tiva» creada en 1926 y las que, también, constituirán la base represen-

tativa de la Asamblea Nacional.

Desde una perspectiva política el nuevo Tribunal aparece vinculado-

a las Cortes de una forma muy peculiar. La Exposición de Motivos del

Estatuto parte, en este aspecto, de una evidencia : la necesidad de que-

exista una fiscalización de la Administración económica, y de un axio-

ma : «reside en las Cortes, con el Rey, la facultad de dictar normas a

la actividad financiera del Poder ejecutivo, y como lógica consecuencia

de esta manifestación de soberanía, la de apreciar el uso que de sus-

mandatos se hace por dicho Poder». No deja de ser sorprendente esta

profesión de fe liberal en un sistema político cuya primera medida fue

suspender la Constitución y clausurar el Congreso y el Senado. Al mar-

gen de tal paradoja, el Estatuto compara —en un plano existencial— las

características de ambos Poderes, uno soberano pero inteynitente, el

otro en permanente e ininterrumpida actuación; esta falta de sincronía

hace surgir la necesidad de que un órgano especial actúe como engra-

naje intermedio y «realice la función crítica con la misma continuidad

que se desarrolla la función ejecutiva», como delegado de las Cortes, a

quienes corresponde con carácter privativo la fiscalización.

Finalmente, se reconoce de modo explícito, una vez más, que el Tri-

bunal «corresponde a la categoría de los Supremos»; «contra sus ejecu-

torias no se dará recurso alguno» (arts. 3, E; 1, R). Una consecuencia

lógica de este encuadramiento constitucional fue la «consolidación» pre-

supuestaria operada en fecha inmediata. Hasta entonces la dotación eco-

nómica del Tribunal de Cuentas aparecía recogida en las «obligaciones,

de los Departamentos ministeriales», dentro de la sección reservada al

Ministerio de Hacienda. En los presupuestos para el ejercicio económi-

co 1924-1925 (aprobados mediante Real Decreto-Ley de 30 de junio

de 1924) el Tribunal Supremo de la Hacienda Pública ocupa ya la Sec-

ción 5.a de las «obligaciones generales del Estado», detrás de la Casa

Real, los Cuerpos Colegisladores, la Deuda pública y las Clases Pasi-

vas (23). Con alguna aislada solución de continuidad, será respetada

(23) En el estado letra A, dentro de las "obligaciones generales del Estado" det
presupuesto para 1924-1925, figura el Tribunal Supremo de la Hacienda Pública en la
sección 5.a con 1.242.250 pesetas, igual que en los de 1925-1926, por prórroga de los ante-
riores; en los de 1927 aparece con la dotación total de 1.239.500 pesetas, igual a la de 1928;
en los presupuestos para los años 1929 y 1930 se reduce a 1.238.000 pesetas; en lo»
de 1930 aumenta hasta 1.309.000 pesetas.
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hasta nuestros días tal configuración presupuestaria, de la que en cam-

bio nunca ha disfrutado el Poder judicial, no obstante su mayor im-

portancia y su preferente situación constitucional.

3.—DELIMITACIÓN JURISDICCIONAL.

A) La jurisdicción contable.

El Tribunal Supremo de la Hacienda Pública es el «organismo supe-

rior fiscal de la nación en el orden económico», y en tal concepto Je

compete : a) la fiscalización previa de los actos de la Administración en

materia financiera: b) la fiscalización consuntiva de las cuentas del Es-

tado y de la Provincia y Beneficencia privada; c) el asesoramiento de

las Cortes de la nación en materia financiera. Su jurisdicción «especial

y privativa» alcanza, con derogación de todo fuero, a los que por su

empleo o por comisión temporal y especial administren, recauden o

custodien efectos, caudales o pertenencias del Estado, así como a los

Ordenadores, Delegados-Interventores y Pagadores e incluso a los here-

deros y causahabientes de todos ellos (arts. 1, 2 y 9, E; 1, R). No obs-

tante, si entre quienes pudieran resultar responsables estuviera algún

Ministro de la Corona, el Tribunal se abstendrá de proceder contra él,

sin perjuicio de hacerlo contra los demás funcionarios (art. 33, R). Esta

exención de responsabilidad constituye una regresión al sistema esta-

blecido en la Ley orgánica de 1851, explicable entonces, pero injustifi-

cable casi un siglo después.

El Tribunal Supremo de la Hacienda Pública, constituido en Con-

sejo Interventor, en Junta de Gobierno o en Salas de apelación o casa-

ción, ejerce las atribuciones que le confiere su Estatuto con entera in-

dependencia del Poder ejecutivo (art. 3, R). En consecuencia, la acción

del Tribunal (y, por tanto, la actuación de sus Delegados) es exclusiva

e independiente de la que corresponde a la Administración activa pata

juzgar de la conducta de los alcanzados e imponerles las correcciones

disciplinarias aplicables y obtener el reintegro de los particulares que

hubieren mediado en el hecho (art. 77, R): los expedientes sobre co-

branza de alcances y descubiertos se instruirán por el Tribunal o por

sus Delegados independientemente de los expedientes gubernativos que

procedan (art. 11, E). Por otra parte, cuando el Tribunal tenga cono-

cimiento de que por el Gobierno o algún Ministerio se han dictado

disposiciones u órdenes, o adoptado resoluciones que invadan o contra-
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ríen manifiesta, clara y terminantemente su jurisdicción, suspenderá su

cumplimiento y acordará que se comuniquen al Ministerio respectivo

los motivos que tenga para ello; si el Ministerio no estimase los razo-

namientos hechos por el Tribunal, someterá inmediatamente el asunto

objeto de la discrepancia a la resolución del Consejo de Ministros, cum-

pliéndose desde luego lo que por éste se acuerde, sin perjuicio de que

el Tribunal, en uso de la facultad que le está atribuida, pueda dar cuen-

ta a las Cortes del hecho, en la Memoria que corresponda (art. 323, R).

La vinculación con las Cortes es funcional y se ejercita mediante las

Memorias ordinarias o eventuales, donde el Tribunal expone el resul-

tado de su fiscalización previa y consuntiva: también existe una cone-

xión orgánica, débil pero efectiva, en la selección y nombramiento de

ciertos cargos del Tribunal (Presidente, Magistrados, Censor y Secreta-

rio general), que corresponde a los Presidentes de los Cuerpos Cole-

gisladores en la forma que luego se analizará con todo detalle. Final-

mente, la delimitación de la jurisdicción contable respecto del Poder

judicial se realiza con los criterios tradicionales.

B) La jurisdicción contencioso-administrativa.

El deslinde entre las jurisdicciones contable y contencio-o-administra-

tiva resulta especialmente problemático, ya que ambas operan sobre

idéntico objeto (actos administrativos) en una concreta parcela funcional

de la Administración pública (la actividad económica o financiera). La

delimitación puede realizarse, pues, en virtud de dos criterios comple-

mentarios : uno, la distinta perspectiva utilizada para contemplarlos, y

otro, la materia a la que se refieren (24).

a) La jurisdicción contable se detiene ante los particulares, cuya

responsabilidad como perceptores de pagos indebidos será exigida —en

su caso— por la Administración pública, en vía gubernativa, mediante

el procedimiento establecido en el artículo 88 del Reglamento de la Or-

denación de Pagos, según lo previsto en el artículo 85 de la Ley de

Administración y Contabilidad (25); es un caso de responsabilidad ad-

(24) MENDIZÁBAL ALLENDE, Rafael, Función, y esencia del Tribunal de Cítenlas, nú-
mero 46 de esta REVISTA,* enero-abril 1965, págs. 51-54.

(25) El artículo 88 del Reglamento de Ordenaciones de j>agos de 24 de mayo de 1891
declara que "de toda cantidad que se haya percibido indebidamente con aplicación a los
diferentes capítulos y artículos del presupuesto se dispondrá el reintegro por los ordena-
dores, dirigiéndose de oficio al deudor, con designación de la Depositaría-Pagaduría y
plazo en que lo deban verificar. Al efecto, tan pronto como se conozca por los jefes de
las dependencias del Estado la existencia de un saldo en contra, lo comunicarán a los

144



EL TRIBUNAL SUPREMO DE LA HACIENDA PÚBLICA

inilustrativa (genérica), pero no de su específica modalidad contable;
por tanto, contra el acto administrativo que la declare procede el re-
curso contencioso-administrativo directamente. En tal caso, la Junta de
Gobierno del Tribunal, si lo estima conveniente, con independencia del
ejercicio de las facultades de su jurisdicción para obtener el reintegro
(de los funcionarios responsables) y previa audiencia del Censor, podrá
(exclusivamente) declarar lesiva la resolución que originó el pago y
trasladar esta resolución, con los antecedentes precisos, al Fiscal del
Tribunal Supremo de Justicia para la incoación del oportuno recurso
<.'ontencioso-administrativo (arts. 36 y 38, R).

b) La jurisdicción eontencioso-administrativa conocerá de todos los
conflictos que afecten al régimen jurídico de los funcionarios del Tribu-
nal. Este principio, implícito, obtiene su consagración fragmentaria y
casuística con distintas normas reglamentarias. Por una parte, la Real
Orden que resuelva las reclamaciones por perjuicio o agravio formula-
das contra los escalafones, será impugnable mediante el recurso conten-
cioso-adminiatrativo, en cuya hipótesis cuando se remita el expediente
al Tribunal Supremo de Justicia, la Secretaría General lo pondrá en
conocimiento de los individuos ó funcionarios que puedan resultar per-
judicados en el pleito, para que, si les conviniera, tengan la oportunidad
ile intervenir como coadyuvantes de la Administración (art. 230, R).
Por otra, contra los fallos en que se impongan sanciones disciplinarias
no se dará otro recurso que el contencioso-administrativo (art. 276, R),
que procederá también contra los acuerdos de los Tribunales de Honor,
ante la Sala correspondiente del Tribunal Supremo de Justicia; en este
último caso el enjuiciamiento afectará únicamente a las formalidades
extrínsecas, con arreglo a las cuales el Tribunal haya actuado y dictado
su fallo, e incluso a la procedencia o improcedencia de las recusaciones,

ordenadores con los detalles necesarios para que pueda ordenarse el reintegro, dándose
ile ello conocimiento al delegado de Hacienda. En los avisos se expresará el nombre del
deudor, el capítulo, artículo, presupuesto y concepto a que deberá aplicarse el reintegro,
así como la fecha del pago que lo motiva. Si el pago que se reintegra hubiese tenido
lugar en otra caja se expresará también cuál es ésta. De los reintegros que deban veri-
ficarse por formalización se dará también aviso especial, aunque en el cuerpo del man-
damiento se haga constar que su importe o parte de él, según proceda, ha de satisfa-
cerse en carta de pago con la aplicación que corresponda". Por su parte, el artículo 85
de la Ley de Administración y Contabilidad insiste en que "serán responsables al rein-
tegro de todo pago indebido hecho por el Tesoro público los jefes y funcionarios de
cualquier clase y jerarquía que lo hubiesen ocasionado al liquidar créditos y haberes, o
al expedir documentos en virtud de las funciones que les están encomendadas, sin per-
juicio de las penas a que hubiere lugar si mediase delito. Aparte de esta responsabilidad,
se procederá inmediatamente contra los particulares para el reintegro de las cantidades
indebidamente percibidas". • •
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si se hubiesen suscitado incidentes de esta naturaleza, pero en ningún

caso alcanzará al examen de la cuestión de fondo (art. 303, R).

C) La jurisdicción criminal enjuiciará, con carácter excluyente:

a) Los delitos de falsificación o malversación y cualesquiera otros

que se cometan por los empleados en el manejo de los fondos públicos;

los de desobediencia que pueda constituir la falta de remisión de cuen-

tas generales o parciales, cuya rendición deba efectuarse directamente

al Tribunal, cuando concurran «circunstancias agravantes» que diesen

lugar a calificar el hecho como delito, y los de denegación de auxilio en

que pueda incurrir cualquier funcionario por no suministrar anteceden-

tes o dificultar la actuación de los Delegados del Tribunal (arts. 8 y

10, E; 30 y 321, R). El Magistrado, Juez o Delegado instructor que

descubran indicios delictivos en cualquier procedimiento, formularán

—previa audiencia del Censor— el tanto de culpa y lo remitirán al Fis-

cal de la Audiencia respectiva, para los efectos a que haya lugar en

justicia (arts. 10, E; 80, 4.°, y 96, R); en algún caso concreto se prevé

la posibilidad de que la conducta delictiva de un funcionario se ponga

en conocimiento del Abogado del Estado en el Tribunal correspondien-

te, a fin de que por aquél se ejerciten las oportunas acciones (art. 30, R);

en todo caso, compete al Censor promover la denuncia para la incoación

del oportuno proceso criminal, cuando se observen indicios de delito

en las cuentas o expedientes y no hubiera sido hecho ya por quien pro-

ceda (art. 253, 5.°, R).

La acción del Tribunal (y, por tanto, la actuación de sus Delegados)

es exclusiva e independíente, de la que compete a los Tribunales de Jus-

!icia para conocer del delito que puedan constituir los hechos que mo-

tivaion el alcance, por lo que el tanto de culpa o denuncia se entenderá

sin perjuicio de los procedimientos que correspondan administrativa-

mente para el reintegro de los descubiertos y sin suspender el curso de

las actuaciones (arts. 10, E; 77 y 96, R). Cuando se haya terminado el

procedimiento criminal con sentencia firme condenatoria y no estu-

viese todavía reintegrada la Hacienda por la vía administrativa, el Juez

que hubiese entendido en aquella causa remitirá al Tribunal Supremo

de la Hacienda Pública testimonio de la ejecutoria y de los embargos

que resultasen hechos, para el efecto de que por este Tribunal se pro-

"eda al cobro del alcance, intereses y gastos; el sobrante de los bienes

embargados quedará a disposición del Juzgado, y así sé lo comunicará

inmediatamente el Tribunal. Caso de que hubiese sido declarado en
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rebeldía en el procedimiento criminal el funcionario responsable (26),
y suspendido que sea el curso de aquél por tal motivo, y archivados los
autos, el Juez o Tribunal que en ellos entienda remitirá al Supremo de
la Hacienda Pública testimonio del auto de suspensión y de los embar-
gos practicados en la forma y a los efectos antes prevenidos; simultá-
neamente librará, de oficio, mandamiento a los Registros de la Propie-
dad en donde se hallen inscritos los bienes embargados y a los deposi-
tarios de bienes, disponiendo que los embargos y depósitos se entien-
dan constituidos, para todos los efectos, desde aquel momento, a favor
del Tribunal Supremo de la Hacienda Pública, con el fin de que pue-
da tener efectividad el preferente derecho de la Hacienda en concurren-
cia con otros acreedores (27), establecido en la Ley de Administración
y Contabilidad (arts. 78 y 79, R).

b) Los delitos cometidos en el ejercicio de sus cargos por los fun-
cionarios del Tribunal mediante actos u omisiones previstos y castiaa-
dos en el Código penal o en otras Leyes especiales. La competencia para
conocer de las causas correspondientes se determinará con arreglo a lo
establecido en las Leyes Orgánica del Poder judicial, de Enjuiciamiento
Criminal y sus concordantes, teniendo en cuenta la asimilación entre
dichos funcionarios y los de la carrera judicial (arts. 281 y 284, R). El
fuicio de responsabilidad criminal contra los Magistrados y Jueces de
Cuentas sólo podrá incoarse :

1." En virtud de providencia de la Junta de Gobierno; todos y cada
uno de los funcionarios judiciales del Tribunal están obligados a pedir
la reunión de esta Junta y poner en conocimiento de la misma los ac-
tos u omisiones realizados en el ejercicio de sus funciones por alguno
de sus compañeros, constitutivos de infracciones previstas y penadas en
el Código penal, de que tuviesen noticia; el Censor incurrirá en res-
ponsabilidad administrativa por negligencia, cuando conocedor de actos

(26) El artículo 834 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal de 14 de septiembre
de 1882 establece que "será declarado rebelde el procesado que en el término fijado en
las requisitorias no comparezca, o que no fuese habido y presentado ante el Juez o Tri-
bunal que conozca de la causa".

(27) El artículo 11 de la Ley de Administración y Contabilidad de la Hacienda Pú-
blica de 1 de julio de 1911 determina que "para el cobro de sus créditos liquidados,
bien hayan de ingresar en el Tesoro o en las Cajas a que se refiere. el párrafo 2.a del
artículo 4.°, tiene la Hacienda Pública derecho de prelación en concurrencia con otros
acreedores, exceptuando solamente los que lo sean de dominio, prenda o hipoteca o cual-
quier otro derecho real, debidamente inscrito en el Registro de la Propiedad con ante-
rioridad a la fecha en que se haga constar en el mismo el derecho de la Hacienda y sin
perjuicio de lo prescrito en el artículo siguiente". •
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u omisiones de la expresada naturaleza que sean imputables a algunos
de los funcionarios judiciales del Tribunal, dejase de instar la reunión
de la Junta de Gobierno al objeto de denunciar ante ella dichas infrac-
ciones con el fin de que por la misma se proceda en forma. Cuando la
Junta estime motivos para proceder criminalmente contra alguno de los
Magistrados o Jueces de Cuentas, pondrá su resolución en conocimiento
del Fiscal del Tribunal Supremo de Justicia, a fin de que por éste se
formule la denuncia correspondiente; al traslado de dicha resolución
se acompañarán, siempre que sea posible, los antecedentes y documen-
tos que hayan sido tenidos en cuenta (arts. 282, 283 y 285, R).

2.° A instancia del Ministerio fiscal.

3.° A instancia de persona hábil para comparecer en juicio y a los
efectos que se contrae el artículo 81 de la Constitución (28). En este
caso será condición precisa, para la incoación de la oportuna causa, que
preceda un antejuicio, en el cual se determine la procedencia de dar
lugar a la misma, antejuicio que se sustanciará por los trámites esta-
blecidos en la Ley de Enjuiciamiento criminal (29) para exigir la res-
ponsabilidad penal a los Jueces y Magistrados de la jurisdicción or-
dinaria por delitos cometidos en el ejercicio de sus funciones (arts. 282
y 286, R).

En el caso de que el presunto inculpado fuera Oficial o Auxiliar, el
Presidente del Tribunal, por sí o a propuesta del instructor del expe-
diente disciplinario, pero sin esperar a la ultimación de éste, dará par-
te al Juzgado de cualquier hecho de apariencia criminal, remitiéndole
certificación de los documentos o diligencias que se consideren necesa-
rios para la incoación de la causa (art. 279, 8.°, R).

D) La jurisdicción civil conocerá:

a) De las tercerías y de cuantas excepciones o reclamaciones fun-
dadas en derechos de índole civil exijan para ser estimadas y producir
efectos jurídicos una declaración previa acerca de su existencia o al-
cance, y de la cual pueda depender que los reclamantes o sus bienes
queden libres de las responsabilidades que contra ellos se persiguen;
en tal caso, el Magistrado o Juez suspenderá las actuaciones en cuanto

(28) El artículo 81 de la Constitución de 1876 decía así: "Los Jueces son responsa-
lles personalmente de toda infracción de Ley que cometan".

(29) El "antejuicio necesario para exigir la responsabilidad criminal a los Jueces y
Magistrados" aparece regulado en el título II del libro IV de la Ley de Enjuiciamiento
Criminal (arte. 757 al 778).
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a la tercería, a la excepción o a la cuestión propuesta y solamente res-
pecto de los bienes y derechos en ellas controvertidos, hasta que aquélla
fuere ejecutoriamente resuelta por la jurisdicción ordinaria, cuyo fallo
definitivo, autorizado en forma, habrá de comunicar en su día el Aboga-
do del Estado que haya sido parte en el procedimiento al Tribunal Su-
premo de la Hacienda Pública, para que éste, en su vista, y oyendo al
Censor, adopte la resolución que fuera procedente. A los efectos indi-
cados, el Magistrado o Juez, al propio tiempo que acuerde la suspen-
sión de las actuaciones, señalará a los interesados un plazo improrroga-
ble de treinta días, dentro del cual deberán justificar haber ejercitado
ante los Tribunales de Justicia la acción procedente para obtener dicha
declaración; transcurrido ese término sin haberse aportado justificación
del expresado extremo, el Magistrado o Juez alzará la suspensión y
continuará el curso de las actuaciones. Sin embargo, el procedimiento
de apremio no se suspenderá por la interposición de tercerías de me-
jor derecho, pero el producto en venta de los bienes sobre que verse
la cuestión prejudicial planteada se depositará, para ser adjudicada en
su día al acreedor cuyo derecho se haya declarado preferente. Cuando
alguna de las cuestiones mencionadas fuere suscitada ante el Delegado
que, bajo la dirección de un Magistrado o Juez de Cuentas, instruya el
expediente o ejecute la correspondiente sentencia, aquél remitirá in-
mediatamente al Tribunal los antecedentes necesarios, a fin de que,
oyendo al Censor, resuelva lo que estime procedente.

No obstante lo anteriormente expuesto, cuando de los documentos
presentados al plantearse cualquiera de tales cuestiones civiles resulte
justificado de modo indudable, a juicio del Magistrado o Juez que
tramite el expediente, el derecho que los interesados aleguen y fuere,
por tanto, innecesaria la previa declaración de los Tribunales ordina-
rios respecto del mismo, el Magistrado o Juez que tenga a su cargo la
tramitación del expediente oirá al Censor por término de diez días, y
si el dictamen de éste fuese favorable a la pretensión de los interesados,
elevará el asunto a la Junta de Gobierno, por conducto de la Secretaría
General, a fin de que pueda acordar el sobreseimiento definitivo del
procedimiento por lo que se refiera a los bienes que hubieran motivado
la cuestión planteada. La Junta de Gobierno deberá resolver en el tér-
mino de quince días. En el caso de no ser favorable el dictamen del
Censor, habrá de plantearse la cuestión necesariamente ante los Tribu-
nales ordinarios de Justicia.

Cuando en el procedimiento de apremio contra bienes o derechos
reales determinados constase, por manifestación auténtica del Registro
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de la Propiedad, que están inscritos a favor de persona distinta de
aquella contra la cual se decretó el embargo o se sigue el procedimien-
to, a no ser que se hubiere dirigido contra ella en concepto de heredera
del que aparezca como titular registral, el Magistrado o Juez elevará el
asunto a la Junta de Gobierno en la forma y a los efectos prevenidos an-
teriormente; en este caso, dicha Junta, oyendo al Censor, hará especial
y fundada apreciación en su acuerdo acerca de si en el acto o contrato
objeto de la inscripción de que se trate concurren circunstancias que
deban determinar su impugnación en defensa de los intereses del Es-
tado, y si lo apreciare así, pondrá el hecho, con sus antecedentes, en
conocimiento del Ministerio de Hacienda, para que por éste se disponga
el ejercicio, a nombre del Estado, de las acciones correspondientes (ar-
tículos 11, E; 165 al 168, R). Estas normas, referentes al período de
ejecución de las sentencias dictadas en los juicios de las cuentas y en
los expedientes de reintegro, son también aplicables al procedimiento
de cancelación de fianzas (art. .115, R).

b) De la responsabilidad civil de los funcionarios del Tribunal y,
específicamente, de los Magistrados y Jueces de Cuentas, que sólo podrá
declararse a instancia de la parte perjudicada o de sus causahabien-
tes (30), salvo que lo sea el Estado o una Corporación oficial, en cuyo

(30) Según la Ley de 5 de abril de 1904 los funcionarios civiles del orden gubernativo,
cualquiera que sea su clase y categoría, desde Ministro hasta agente de la autoridad, que
en el ejercicio de sus cargos infrinjan con actos n omisiones algún precepto cuya obser-
vancia les haya sido reclamada por escrito, quedarán obligados a resarcir al reclamante
agraviado de los daños y perjuicios causados por tal infracción legal. Iguales responsa-
bilidades serán exigibles a quienes ejercen funciones en la Administración municipal o
provincial, designados por el Gobierno, por ministerio de Ley o por elección popular
(art. 1.). Del resarcimiento de dichos daños y perjuicios responderán personal y princi-
palmente los culpables de la infracción lesiva y sus herederos. El superior jerárquico
que apruebe expresamente el acto o la omisión ocasionadora de los daños y perjuicios,
asumirá la responsabilidad exonerando a los inferiores (art. 2.°). Cuando se trate de un
Ministro, el conocimiento de la demanda íntegra corresponderá al Tribunal Supremo en
pleno constituido en Sala de Justicia; contra las sentencias que dicte no se admitirá
recurso alguno (art. 3.°). Cuando el funcionario sea jefe superior de Administración
o jefe de Administración de primera clase, conocerá la Sala de lo Civil del Tribunal
Supremo (art. 5.a) y en los demás casos será competente la Sala de lo Civil de la Audiencia
Territorial en cuya demarcación hubiese actuado la persona de mayor categoría que figure
entre los demandados como responsables (art.' 6.°). Ninguno de estos Tribunales podrá
ser requerido de inhibición, a menos que el requerimiento provenga de otro Tribunal
ordinario, que según esta misma Ley reclame el asunto como de su competencia o que
ejerza la jurisdicción penal sobre el mismo hecho y las personas responsables de él; si
la autoridad gubernativa fuese la requirente, el Tribunal se abstendrá y seguirá cono-
ciendo (art. 10). La acción correspondiente prescribe por el transcurso de un año (art. 11).
Estas normas fueron desarrolladas por el Reglamento de 23 de septiembre de 1904 y
estuvieron en vigor hasta la promulgación de la Ley de Régimen Jurídico de la Admi-
nistración del Estado de 20 de julio de 1957 (texto refundido de 26 de julio).
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caso se exigirá en vía administrativa. La demanda de responsabilidad
civil que se suponga derivada del fallo de un expediente no podrá in-
terponerse hasta que sea firme tal resolución, ni será admisible sin
acreditar que se reclamó oportunamente durante el juicio del mismo
asunto, pudiendo hacerlo. La responsabilidad civil de I09 Magistrados y
Jueces de Cuentas consistirá en el resarcimiento de los daños y perjui-
cios estimables que causen al Estado, a las Corporaciones oficiales o a
los particulares cuando en el desempeño de sus funciones infrinjan las
Leyes por negligencia o ignorancia inexcusables; se entenderán perjui-
cios estimables todos los que puedan ser apreciados y concretamente
expresada su cuantía en metálico al prudente arbitrio de los Tribuna-
la; se tendrán por inexcusables la negligencia o la ignorancia, cuando
se hubiese dictado providencia o resolución manifiestamente contraria
a la Ley o se hubiese faltado a algún trámite o solemnidad man-
dada observar por la misma bajo pena de nulidad. En ningún caso
la sentencia pronunciada en el juicio de responsabilidad civil alterará
el fallo firme que hubiere dado origen a ella (arts. 287 al 292, R).

E) Relaciones con los demás Poderes.

Pueden ser contempladas desde dos distintas perspectivas comple-
mentarias. Una, positiva, comprende las actividades convergentes o sim-
plemente paralelas, en un clima de cooperación mutua. La otra, nega-
tiva, se refiere a las situaciones polémicas, de crisis funcional. Ambas
son el anverso y reverso de las relaciones entre poderes e interorgánicas.

a) Colaboración.—Todas las oficinas, así administrativas como ju-
diciales, vendrán obligadas a suministrar al Tribunal, con la mayor di-
ligencia, los datos y noticias que en ellas constaren. El Tribunal se en-
tenderá directamente con cualquier dependencia del Estado, sin dis-
tiución de Ministerios ni ramos, pidiendo cuantos informes, estados, do-
cumentos y otros comprobantes considere útiles o conducentes a los fi-
nes de esta institución, señalando plazo para ello, que será siempre el
más breve posible y con exigencia del oportuno acuse de recibo. En
caso de demora se utilizarán los medios de apremio por el Presidente,
la Sala, el Magistrado o el Juez, según la categoría del funcionario mo-
roso (arts. 103 y 325, R).

Si las Salas, Magistrados o Jueces del Tribunal Supremo de la Ha-
cienda Pública necesitaren noticias, informes, certificaciones o docu-
mentos que obren en otros Tribunales, los pedirán por medio de comu-
nicaciones, que el Presidente dirigirá al que lo sea de los órganos judi-
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ciales que deben facilitar dichos antecedentes o a los Juzgados respec-

tivos. En el caso de que el así requerido no acusare recibo de las co-

municaciones o no las contestare y cumplimentase en el término que se

considere prudencialmente necesario al efecto, se dará conocimiento al

Ministerio a que corresponda el Tribunal causante del retraso, sin per-

juicio de lo demás que proceda (arts. 326 y 327, R).

En la situación inversa, cuando los Tribunales del fuero común o de

los especiales reclamen los documentos justificantes de ingresos o pa-

gos que obren en los expedientes de la jurisdicción del Tribunal Supre-

mo de la Hacienda Pública, sólo serán facilitados los originales excep-

cionalmente si constituyen el «cuerpo del delito»: el Presidente, antes

de acordar la remisión, dispondrá que se deje en su lugar una repro-

ducción fotográfica de ellos en el expediente respectivo, cuando esto sea

posible; en todo caso, el Tribunal a quien se hayan remitido los. docu-

mentos los devolverá tan pronto como hayan surtido sus efectos. Los de-

más documentos podrán ser facilitados mediante acuerdo del Presiden-

te, a petición de parte legitima que justifique debidamente la necesidad

que tenga de los mismos, debiendo quedar en los expedientes respectivos

testimonio de ellos o de los extremos oportunos, expedido y autorizado

por el Magistrado o Juez bajo cuya custodia se hallaren; no obstante,

podrán devolverse, tanto de oficio como a instancia de la Administración

o de algún particular interesado, y sin necesidad de dejar testimonio, los

documentos que hubieran sido remitidos al Tribunal por equivocación

o que no sean necesarios en el expediente en que se hallen incluidos.

Las comunicaciones o solicitudes pidiendo certificación de datos o

documentos que obren en el Tribunal se pasarán al Magistrado o Juez

que tenga aquéllos bajo su custodia, para que informe respecto de la

procedencia de la petición formulada, y el Presidente resolverá lo que

estime acerca de la expedición de dichas certificaciones; éstas se libra-

rán y cursarán, en su caso, por la Secretaría General; si se refirieran

a documentos muy extensos, podrá denegarse la pretensión, accediendo

no obstante a que se pongan de manifiesto aquéllos; tanto en este caso

como cuando se pidiera que se exhiban documentos para sacar testi-

monios, hacer cotejos, reconocimiento de letra o de firmas o cualquier

otra diligencia, el Presidente resolverá lo que estime procedente acerca

de la petición, y en caso de concederla, dispondrá lo conveniente para

que se lleve a efecto. Las certificaciones serán libradas y cursadas por

la Secretaría General. Finalmente, cuando los datos que reclamen del

Tribunal la Administración o los particulares puedan ser obtenidos
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de aquélla, por constar también en alguna de sus dependencias, el Tri-
bunal podrá eximirse de facilitarlos (arts. 184 y 185, R).

b) Conflictos.—En el ejercicio de su jurisdicción, el Tribunal Su-
piemo de la Hacienda Pública está obligado a requerir de inhibición
a todo Tribunal o Autoridad que entienda en alguna de las funciones
oue, por imperio del Estatuto, le son propias y de su única competen-
cia. Corresponde al Censor sostener la jurisdicción del Tribunal, que
no se tendrá por requerido de inhibición cuando lo fuere respecto de
las cuentas, expedientes de reintegro y de cancelación de fianzas que
corresponden a su jurisdicción especial y privativa y que, con deroga-
ción de todo fuero, alcanza a los Ordenadores, Interventores-Delegados,
Pagadores, funcionarios, entidades y personas que por su empleo o por
comisión, aunque sea temporal y especial, fabriquen, administren, re-
cauden o custodien efectos, caudales o pertenencias del Estado, y tam-
bién a los herederos y causahabientes de ellos.

Si se promoviese conflicto de competencia en los expedientes de rein-
tegro mientras los Delegados del Tribunal Supremo de la Hacienda Pú-
blica se hallaren actuando contra las personas que conceptúen respon-
sables, aquéllos los remitirán completos inmediatamente al Tribunal,
bajo su más estricta responsabilidad, para que por éste se acuerde lo
procedente. Caso de suscitarse conflicto por no reconocerse o negarse
al Tribunal su jurisdicción, la Junta de Gobierno, por conducto regla-
mentario, con remisión de los antecedentes del asunto, dará cuenta en
Memoria extraordinaria a las Cámaras legislativas, si estuvieren en fun-
ciones y, en caso contrario y en igual forma, a los Presidentes de ellas
(arts. 89, 253, 6.°, y 322, R).

4.—COMPETENCIA.

El Estatuto clasifica las atribuciones del Tribunal en dos grupos fun-
damentales, referentes a la fiscalización previa y a la consuntiva (ar-
tículos. 4 y 6, E), aunque más adelante ofrece otra distribución realiza-
da desde una perspectiva distinta y alude explícitamente a las funciones
ejecutivas y a las asesoras (arts. 18, E, y 1, R). Con más rigor sistemá-
tico, pero con cierta pedagógica simplicidad, el Reglamento declara
que las funciones del Tribunal Supremo de la Hacienda Pública... son
de una triple naturaleza: interventora (fiscalización previa a los actos
de la Administración en materia financiera), judicial (fiscalización coh-

153



RAFAEL DE MENDIZÁBAL ALLENDE

suntiva de las cuentas del Estado, de la Provincia y de la Beneficencia
privada) y de asesoramiento (dictamen técnico-financiero) (art. 2, R),
funciones que determinan una estructura orgánica peculiar.

A) Funciones interventoras.

Tienen carácter netamente administrativo y son, en sustancia, las
que correspondían antes y se encomendaron luego a la Intervención Ge-
neral de la Administración del Estado y oficinas dependientes. El núcleo
de todas ellas aparece constituido por la fiscalización previa de los actos
y acuerdos administrativos de reconocimiento y liquidación de derechos
y obligaciones del Estado que se adopten por los Departamentos minis-
teriales, organismos, dependencias, autoridades y agentes de la Admi-
nistración pública, cualquiera que sea el ramo a que pertenezcan: en
consecuencia, comprende también la intervención de los ingresos y pa-
gos que realicen o ejecuten las Cajas del Tesoro, la comprobación de las
existencias de personal, ganado, metálico, artículos, efectos, material de
guerra y maquinaria en los establecimientos militares y en los fabriles,
la supervisión de la recepción de obras o suministros, etc.; finalmente,
se extiende al examen e informe de los expedientes para cualquier al-
teración presupuestaria (transferencias de créditos, créditos extraordi-
narios o suplementarios), para hacer uso de las autorizaciones legisla-
tivas y para modificación, exención o establecimiento de nuevos tribu-
tos (31). El resultado conjunto de esta actividad fiscalizadora debía ser

(31) La Real Orden de 6 de marzo de 1925, firmada por el Marqués DE MACAZ y
dirigida al Presidente del Tribunal Supremo de la Hacienda Pública y a los Subsecreta-
rios de todos los departamentos ministeriales, establece que la función interventora de
las entregas de obras, materiales y efectos, se realice únicamente cuando se hallen con-
cluidas, salvo que se trate de entretenimiento de otras ya existentes, en cuyo caso se
ejercitará en forma periódica. El Real Decreto de 30 de agosto de 1926, refrendado en
Bilbao por Eduardo CALLEJO DE LA CUESTA, declara que para la celebración de las
subastas y de los concursos que tengan por objeto la ejecución de las obras y servicios
del Ministerio de Instrucción Pública, comprendidas en el presupuesto extraordinario, no
serán necesarias las consultas previas que exigen los artículos 56 y 67 de la Ley de
Administración y Contabilidad de la Hacienda Pública, exceptuando simultáneamente de
las formalidades de subasta o concurso a las obras de conservación y restauración de
monumentos artísticos e históricos, sin perjuicio de la fiscalización crítica que realizará
el Tribunal Supremo de la Hacienda Pública. El Real Decreto-Ley de 22 de octubre del
mismo año suprime tales consultas para la contratación del Ministerio de Hacienda, con
el refrendo en Barcelona de José CALVO SOTELO.

El Real Decreto-Ley de 11 de abril de 1927 dispone que los planes de conjunto y los
anuales de obras y servicios públicos, con las condiciones generales económico-adminis-
trativas a que ha de ajustarse la contratación parcial, formados por organismos autónomos
que administren fondos mixtos, no podrán ser aprobados sino después de los informes
del Tribunal Supremo de la Hacienda Pública y del Consejo de Estado. El Real Decreto-
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expuesta a las Cortes en Memorias ordinarias o extraordinarias (artícu-
lo 4, núms. 1 al 11, E).

B) Funciones judiciales.

Como tales se enumeran, sin discriminación alguna, todas las que
hasta este momento se ejercían por el Tribunal de Cuentas. La clasifi-
cación tripartita, inspirada en el Estatuto y reflejada en el Reglamento,
se abandona por completo al exponer la relación concreta, pues se pres-
cinde paladinamente de las atribuciones consultivas. Dentro del grupo
de aquellas que ofrecen un carácter inequívocamente jurisdiccional es-
tán comprendidas:

a) El enjuiciamiento de las cuentas parciales de la Administración
General del Estado, de la Administración provincial y de las Fundacio-
nes benéficas y benéfico-docentes (32), compleja operación que com-

Ley de 10 de marzo de 1928 eximo de todos los trámites previstos en la Ley de Admi-
nistración y Contabilidad, así como en el Estatuto y Reglamento del Tribunal Supremo
He la Hacienda Pública, a los expedientes relativos a la adquisición, obras y acondiciona-
miento de los edificios destinados a la instalación de embajadas, legaciones y consulados
en el extranjero. Otro Real Decreto-Ley de 25 de abril siguiente extiende esta excepción
a Jos gastos que se efectúen en Colonia con motivo de la concurrencia de España a la
exposición internacional de prensa, que había de celebrarse en aquella ciudad del 12 de
mayo a fines de septiembre.

(32) El Estatuto municipal de 8 de marzo de 1924 establece que "los acuerdos defi-
nitivos de la Corporación sobre censura de cuentas municipales, causarán estado cuando
no se entablen recursos contra ellos, salvo las responsabilidades que al adoptarlos se hayan
podido contraer. Estos acuerdos serán publicados, en todo caso, en el Boletín Oficial de
hi Provincia. Contra los acuerdos definitivos sobn; cuentas municipales podrá recurrir
cualquiera de los convocados a la deliberación y también cualquier vecino del Municipio,
en única instancia ante el Tribunal Provincial Contenciosoadministrativo. Este tramitará
c! recurso por el procedimiento de las apelaciones en incidentes. Las costas se impondrán
siempre al recurrente o a los responsables. Los acuerdos municipales o del Tribunal Pro-
vincial Contencioso-administrativo que declaren responsabilidades u ordenen reintegros serán
ejecutados sin demora por el Alcalde, una vez que sean firmes. Si tal responsabilidad
alcanzare al Alcalde, mientras no resulte finiquitada, quedará éste inhabilitado, suce-
iliéndole el Teniente de Alcalde a quien corresponda" (art. f>81). Sin embargo, la Real
Orden de 22 de septiembre de 1925. firmada por el Marqués DE MAGAZ y dirigida al
Subsecretario de Gobernación, dispone que la aprobación de las cuentas municipales de
los años 1893-1894 a 1922-1923, inclusive, que excedan de 100.000 pesetas, corresponde
otorgarla al Tribunal Supremo de la Hacienda Pública, a quien deberán elevarse direc-
tamente las pendientes, por haber sustituido al Tribunal de Cuentas, que tenía atribuida
tal facultad.

El Estatuto Provincial de 20 de marzo de 1925 determina que la aprobación provisio-
nal de las cuentas provinciales corresponde a la Diputación en pleno, y la definitiva,
previa la correspondiente revisión, al Tribunal Supremo de la Hacienda Pública (art. 298).
El procedimiento para la aprobación provisional aparece regulado en los artículos 299
al 301. El 302 añade que "contra la aprobación o censura provisionales de las cuentas
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prende no sólo su rendición y, en su caso, la exigencia coactiva median-
te la utilización de los medios de apremio, sino también la revisión del
examen que previamente hubieran realizado, respectivamente, la Direc-
ción General de Tesorería y Contabilidad, la Sección que en el Ministe-
rio de la Gobernación tenga a su cargo la contabilidad provincial y la?
Direcciones Generales de la Administración y del Ministerio de Instruc-
ción Pública, así como reclamar los documentos que tales cuentas re-
quieran, poner los reparos que ofrezcan oyendo las contestaciones de
los interesados y dictar fallo sobre ellas (art. 6, núms. 1.° al 3.°, E).

En este apartado debe incluirse también el enjuicimiento de /a.y
cuentas generales del Estado, redactadas por la Dirección General de
Tesorería y Contabilidad, que comprende su examen y comprobación
pata declarar su conformidad o las diferencias que ofrezcan, cotejadas
con las parciales presentadas al Tribunal y con las disposiciones del
presupuesto correspondiente, resultado que se participará al Gobierna
mediante la oportuna certificación (art. 6.°, núms. 7 y 9, E).

b) El enjuiciamiento de la responsabilidad por alcances o malver-
saciones de fondos públicos descubiertos fuera del examen de las cuen-
tas (art. 6.° núm. 4, E).

c) La absolución de responsabilidad y cancelación de sus obligacio-
nes en favor de loa que tengan fianzas prestadas para el manejo de
caudales pertenecientes al Estado, a los fondos provinciales y a los de
las Instituciones benéficas del Protectorado del Gobierno (art. 6.°, nú-
mero 5, E).

d) La resolución de recursos, entre los que se encuentran el de
apelación que interpusieren los Depositarios de Ayuntamientos y los Ad-
ministradores de fondos de Beneficencia que resulten alcanzados en sus
cuentas respectivas (art. 6.°, núm. 6, E), así como los de reposición,
aclaración, apelación, casación, nulidad y revisión (arts. 31, E; 116, R).

provinciales, podrán recurrir los cuentadantes y personas directa o subsidiariamente res-
ponsables y los Ayuntamientos de la provincia, ante el Tribunal Supremo de la Hacienda
Pública, quien resolverá las reclamaciones con arreglo a las disposiciones del Estatuto
aprobado por Real Decreto de 19 de junio de 1924. Los acuerdos que dicte el Tribunal,
tanto en el caso de revisión como en el de haberse reclamado contra los de la Diputación,
serán firmes y contra ellos no se dará recurso alguno" (art. 302). El Real Decreto de 20
de enero de 1926 encomienda al Tribunal Supremo de la Hacienda Pública el examen,
juicio y fallo de las cuentas mensuales que rinde la Dirección de Asuntos tributarios, eco-
nómicos y financieros de la Alta Comisaría de España en Marruecos, que también le
remitirá la cuenta general anual. En el examen y censura de tales cuentas se apli-
carán las normas de contabilidad dictadas para la zona española del Protectorado en
Marruecos con fecha de 22 de febrero de 1915 y concordantes.
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C) Funciones de asesor amiento.

Comprenden las atribuciones fiscalizadoras del Tribunal, cuya in-
trínseca naturaleza administrativa es evidente por sí misma. Se exterio-
tizan siempre en las Memorias dirigidas a las Cortes, documentos infor-
mativos («dictamen técnico-financiero»), que pueden ser periódicas (re-
ferentes a la cuenta general) o eventuales (suscitadas por cualquier otro
acontecimiento). Los supuestos que originan la redacción de tales Me-
morial son los siguientes:

a) La cuenta general de cada presupuesto, respecto de la que se
formularán las observaciones y se indicarán los abusos advertidos en la
recaudación y distribución de los fondos públicos, con proposición de
las reformas que se estimen adecuadas para corregirlos; esta Memoria
se publicará en la «Gaceta» del día siguiente a aquel en que sea presen-
tada a las Cortes, y simultáneamente, se entregará al Gobierno copia
íntegra, a fin de que dentro del plazo de dos meses puedan los Ministros
responsables presentar a las Cortes las contestaciones de descargo que
juzgasen convenientes (art. 6.°, míms. 10 y 11, E).

b) Los contratos de todas clases que el Gobierno pase al Tribunal
cuando su examen crítico ponga de manifiesto la comisión de faltas,
abusos o ilegalidades (art. 6.°, núm. 12, E).

c) Las modificaciones presupuestarias (transferencias, suplementos
de crédito o créditos extraordinarios) o la utilización de autorizaciones
legislativas, cuya toma de razón y examen crítico corresponden al Tri-
bunal, que deberá hacer constar en la oportuna Memoria si se observó
rigurosamente el procedimiento prescrito, si el caso está comprendido
entre los que legitiman tales medidas excepcionales y si aparecen acre-
ditadas la necesidad o la urgencia (arts. 4.°, núms. 7 y 9, E; 174, R).

d) La desestimación por el Gobierno de la propuesta de suspen-
sión de empleo y sueldo respecto de los Directores generales podrá ser
objeto de la Memoria anual sobre los vicios o abusos de la contabilidad,
o de una Memoria extraordinaria, según las circunstancias del caso (ar-
tículo 8, E).

e) La infracción manifiesta, clara y terminante, de un texto legal
o constitucional apreciada (y declarada así) en la Orden de un Minis-
tro que haya originado un pago indebido, podrá comunicarse a las
Cortes en la Memoria reglamentaria (arts. 33. y 37, 5.°, R).

j) La falta de rendición de cuentas parciales y de las generales de-
finitivas del Estado en los plazos reglamentarios, se pondrá también en
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conocimiento de las Cortes mediante Memoria extraordinaria (artícu-
lo 47, R).

g) La renuncia, tácita o expresa, al nombramiento de Delegados y
9up]ente para el Consejo Interventor por cualquiera de las agrupaciones
de Corporaciones con derecho a ello, se hará constar en la Memoria co-
rrespondiente (art. 188, R).

h) La responsabilidad del Presidente del Tribunal, como Interven-
tor general de la Administración del Estado, que la Junta de Gobierno,
por acuerdo unánime, estime que debe comunicarse a las Cortes en una
Memoria extraordinaria, para que éstas resuelvan la discrepancia entre
el criterio fiscalizador y el judicial, con suspensión de las actuaciones
mientras tanto (art. 258, R).

i) El desconocimiento y, en definitiva, la usurpación de la jurisdic-
ción del Tribunal, se pondrá igualmente en conocimiento de las Cámaras
legislativas, si estuvieren en funciones, o de sus Presidentes en caso
contrario, mediante Memoria extraordinaria (art. 322, R).

]) Todo acto ilegal que los Ordenadores y Delegados-Interventores
del Tribunal pongan en su conocimiento en descargo de su responsabi-
lidad, se hará constar en la oportuna Memoria extraordinaria que se ele-
vará a las Cortes (arts. 4.", 9, y 6.°, 13, E).

D) Funciones gubernativas.

No son mencionadas explícitamente como tales en el Estatuto, ni
tampoco en el Reglamento, aunque aparezcan recogidas en diversas nor-
mas. Tienen naturaleza plenamente administrativa como las funciones
interventoras, de las que se diferencian en que aquéllas ofrecen un ca-
rácter instrumental, mediato y se hallan en posición secundaria en rela-
ción con Ia9 que constituyen finalidades peculiares de la actividad del
Tribunal. Dentro de este amplio grupo cabe distinguir dos subgrupos,
según su objeto:

a) Rendición de cuentas. El Tribunal, como premisa inexcusable
para el ejercicio de sus atribuciones, debe vigilar la presentación de
todas las cuentas que han de someterse a su conocimiento y, en su caso,
exigirla coactivamente cuando observe retraso en su cumplimiento (33).
Si la demora se produce en los servicios encomendados a la Dirección

(33) La Real Orden de 5 de abril de 1926, firmada por PONTE, recuerda a los direc-
tores de las prisiones centrales y provinciales la obligación de rendir y remilir anual-
mente al Tribunal Supremo de la Hacienda Pública la cuenta de rentas públicas de los
establecimientos a su cargo.
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General de Tesorería y Contabilidad o a cualquiera otra de las oficinas
centrales de Contabilidad, será el propio Tribunal quien, directamente
y de oficio, deberá requerirles y emplear los medios de apremio; si los
morosos fueran otros funcionarios y particulares que estén obligados a
rendir cuentas por conducto de las oficinas centrales, habrán de ser
éstas las que utilicen los medios de coacción que estén al alcance de
su autoridad, y sólo en el caso de ser ineficaces sus esfuerzos darán cuen-
ta al Tribunal, que actuará en consecuencia (arts. 6.°, 1, y 7.°, E; 8.°,
1, R). Las cuentas deben presentarse dentro del plazo y en la forma que
señalen las Leyes y Reglamentos. El incumplimiento de tales requisitos
origina una peculiar responsabilidad administrativa, en la que incurren
el Director general de Contabilidad, los Jefes de los Centros o Depen-
dencias respectivas, los cuentadantes directos, los Jefes de las oficinas,
los Habilitados y los funcionarios y particulares perceptores, los Inter-
ventores y los Delegados del Tribunal, así como cualquier funcionario
o autoridad que no cumplimente las órdenes del Tribunal o de sus De-
legados (azi. 316, núms. 1 al 14, R).

Los medios de apremio que el Tribunal podrá emplear, gradualmen-
te, son: 1.°, el requerimiento conminatorio; 2.°, la imposición de mul-
tas hasta la cantidad de 750 pesetas; 3.°, la suspensión de empleo y
sueldo que no exceda de dos meses; 4.°, la formación de oficio de la
cuenta retrasada, a cargo y riesgo del apremiado, y 5.°, la propuesta
al Gobierno de la destitución del mismo, sin perjuicio de la formación
de causa por desobediencia, cuando en ella concurriesen circunstancias
agravantes a juicio del Tribunal. Estos medios de apremio regirán en
toda su extensión para los cuentadantes particulares directos; respecto
de los Directores generales, la suspensión de empleo y sueldo se pro-
pondrá al Gobierno, y si éste desatendiese la indicación, se hará cons-
tar su negativa en la Memoria anual o en una extraordinaria. El reque-
rimiento se efectuará por el Juez o Magistrado que conozca del asunto,
la multa será impuesta por el Presidente y las demás sanciones son com-
petencia de la Junta de Gobierno. La primera infracción se castigará
con multa, cuya cuantía será duplicada en caso de reincidencia dentro'
del límite máximo señalado; para corregir las posteriores reincidencias
se utilizará el orden de los demás medios de apremio enumerados (ar-
tículos 8, E; 317 y 318, R).

En el caso de que la sanción impuesta sea la multa, el funcionario
deberá satisfacer su importe dentro del plazo que se le señale; si no lo
hiciere así, se ordenará al Habilitado que, bajo su responsabilidad, haga
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efectiva la cantidad a que ascienda, mediante deducción de la primera
mensualidad que deba abonarse al sancionado, remitiendo al Tribunal
el papel de pagos justificativo de la inversión; cuando la cuantía de la
sanción fuese superior a la cantidad que legalmente pueda ser deducida
de su haber mensual al funcionario responsable, el Habilitado procederá
en igual forma durante los meses sucesivos hasta conseguir la total efec-
tividad de la multa. En toda imposición de multas a los Directores ge-
nerales y a cualquier Jefe superior de Administración se dará conoci-
miento al Ministro del ramo de que dependan, exponiéndole las causas
que hayan determinado dicha sanción, para que, sin perjuicio de la
exacción de la multa por el Tribunal, adopte aquellas disposiciones que
procedan reglamentariamente (arts. 317 y 320, R). La suspensión de
empleo y sueldo de cualquier funcionario se participará al Ministro co-
rrespondiente para su conocimiento y ejecución (art. 319, R).

b) Régimen interior. Corresponden al Tribunal en este aspecto nu-
merosas atribuciones, unas referentes al personal (propuestas para nom-
bramientos y jubilaciones, ejercicio de la potestad disciplinaria, conce-
sión de licencias, etc.), otras de carácter económico (formación de los
piesupuestos por los conceptos de personal y material), alguna procesal
(resolver acerca de la presunta responsabilidad del Presidente como
Interventor general) y —finalmente— muchas que afectan directamente
a los servicios en su faceta funcional: constituir el Consejo interventor,
designar los despachos en que debe dividirse el Tribunal y distribuir el
personal de todas las categorías y clases para cada uno, estudiar las re-
formas que convenga implantar en la organización interna, establecer
la deseable unificación de criterios en las decisiones y fallos, etc., y, en
general, cuantas facultades de iniciativa o propuesta tiendan a la me-
jora del servicio (arts. 8 al 10, R).

5.—ESTRUCTURA ORGÁNICA.

La clasificación de los órganos del Tribunal en dos grupos (exter-
nos e internos) no se encuentra formulada en el Estatuto, ni tampoco
en su Reglamento. Tampoco responde al criterio puramente topográ-
fico de su encuadramiento físico en la sede o fuera de ella (Delegados,
por ejemplo), ya que en este caso podría hablarse con más precisión de
órganos centrales y periféricos; el principio clasificatorio aludido se
utiliza con plenitud de significado técnico, en virtud de la situación de
los órganos frente a extraños. Las normas reguladoras del Tribunal con-
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tienen tres clasificaciones orgánicas, incompletas y desconectadas entre
sí: por una parte, se distingue entre los órganos según su actividad
funcional (interventores, judiciales, asesores y gubernativos); por otra,
se alude en alguna ocasión a la diferencia entre órganos accidentales y
permanentes, referida en exclusiva a los dos tipos de Delegados del
Tribunal, y finalmente, queda explícita la distinción entre órganos uni-
personales y colegiados.

A) Órganos externos.

a) Órganos interventores. Al Presidente, en su calidad de Interven-
tor general de la Administración económica del Estado, le correspon-
de, por delegación o investidura de las Cortes, pero de modo exclusivo
y propio, con jurisdicción especial y privativa, la función intervento-
ra (arts. 18, I, a, y 30, E; 1, I, 2, 3, 16 y 250, R). Como colaboradores
en tal tarea aparecen, ante todo, los Fiscales del Gasto, cargo no alu-
dido en el Estatuto, que desempeñarán los Magistrados y Jueces adscri-
tos a la Sección de Intervención (34); se les encomienda no sólo la je-
fatura de los Despachos correspondientes, sino el estudio de los asuntos
de los Ministerios y Centros en los que personalmente haya de entender
el Interventor general, según distribución que hará éste; los Fiscales
no podrán formar parte de las Salas de Justicia ni ejercer cualquiera de
las atribuciones judiciales; podrán, en cambio, intervenir en los asun-
tos gubernativos y en las cuestiones que suscite la discrepancia de cri-
terio de los dos modos de fiscalización (arts. 13, 15, 17 y 266, R). Fi-
nalmente, los Interventores-Delegados permanentes centrales, provin-
ciales y de servicios, designados por el Presidente a propuesta del Tri-
bunal, entre los funcionarios con categoría de Jefes pertenecientes a los
Cuerpos dependientes del Ministerio de Hacienda y a los de Interven-
ción del Ejército y de la Armada (35): estos Delegados lo son con ca-

(34) La disposición transitoria 10 determina que "hasta tanto que el Tribunal dis-
ponga de los elementos de personal necesarios para asumir las funciones atribuidas a los
Fiscales del Gasto, dichas funciones continuarán realizándose por el personal adscrito
perteneciente a los distintos Cuerpos administrativos del Estado, civiles y militares, com-
prendidos en la plantilla del Tribunal. Cuando el personal adscrito cese en las expresadas
funciones, se reintegrará en activo servicio a los Ministerios de su procedencia, en la
poporción y forma que, llegado dicho caso, se determine".
. (35) El Apéndice del Reglamento del Tribunal contiene una relación nominal de los

Centros, dependencias, Cuerpos y. establecimientos en donde habrá con carácter perma-
nente Interventores-Delegados del Tribunal Supremo de la Hacienda Pública, con indi-
cación del número de éstos en cada organismo. Por otra parte, la disposición transitoria 13
prevé que "para completar la plantilla del personal ajeno a este Tribunal adscrito .a la
Sección de Intervención del mismo, aprobada por Real Decreto de 19 de junio de" 1924,
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rácter personal del Presidente del Tribunal, no de éste, y quedarán
adscritos a los Centros y dependencias de la Administración civil y mi-
litar donde se liquiden ingresos o se reconozcan o hagan efectivas obli-
gaciones del Estado; sus funciones son puramente fiscalizadoras, pero
en el ejercicio de ellas gozan de fuertes prerrogativas (no pueden ser
sancionados por los Ministros, Subsecretarios o Jefes de Centro) y de
autonomía funcional, aun cuando subordinados en cuestiones de organi-
zación y disciplina a los Jefes de las dependencias donde actúen; en
cambio, podrán ser trasladados sin expresión ni justificación de causa,
por conveniencias del servicio, cuando así lo proponga el Presidente
del Tribunal al Ministerio correspondiente; todo Delegado tendrá un
sustituto, propuesto por él y nombrado por el Presidente, que podrá
elegir a cualquier persona o funcionario (arts. 5 y 18, I, b, E; 1, I, 17
y 306 al 315, R).

b) Órganos judiciales. Tienen carácter unipersonal los Magistrados
y Jueces de Cuentas, cuyas atribuciones se califican de «ordinarias».
Son colegiados, con funciones «extraordinarias», las dos Salas de Jus-
ticia; la Sala de Apelación se compondrá de tres Magistrados, presidi-
do por el más antiguo, y la Sala de Casación estará integrada por el
Presidente y los siete Magistrados de primera clase, excluidos el Cen-
sor y quienes hubieran intervenido anteriormente en el asunto; para
la formación de las Salas se guardará un turno en virtud de riguroso
orden de escalafón; actuarán como Secretarios de cada una de ellas,
los Oficiales de primera clase seleccionados al efecto anualmente; la
designación de Magistrados y Secretarios corresponde al Presidente;
las funciones aparecen claramente aludidas por su misma denominación
(arts. 31, E; 3, 4, 5 y 11, R).

Son órganos accidentales los Delegados del Tribunal como organismo
corporativo, que se nombren por éste o por el Magistrado o Juez en-
cargado de cualquiera de los asuntos del orden judicial; es obligatoria
la aceptación del cargo. Con el fin de dar unidad a los servicios, el
nombramiento recaerá siempre en los que lo sean ya, con carácter per-
manente, en el departamento, centro, dependencia u oficina donde las
diligencias o actuaciones hayan de practicarse, salvo en los casos si-
guientes: 1.a, cuando pueda presumirse alguna incompatibilidad en el

se adicionan a la misma los siguientes funcionarios: Del .Ramo de Guerra: Dos Comi-
sarios de Guerra, dos Oficiales primeros de Intervención militar, un Auxiliar de primera
y un Auxiliar de segunda del Cuerpo auxiliar. Del Ramo de Marina: Un Comisario, un
Contador de navio, un Auxiliar de primera y un Auxiliar de segunda del Cuerpo de
Oficinas.
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Interventor por razón de convivencia con los funcionarios afectados o
por haber ya intervenido en las actuaciones y tener el carácter de parte
en el asunto, como consecuencia de haber interpuesto alguna reclama-
ción o recurso; 2.°, que concurra en él cualquiera de las incapacidades
o incompatibilidades previstas; 3.°, que le pueda alcanzar cualquier
responsabilidad, directa o subsidiaria, en el asunto de que se trate;
4.°, que carezca de la especialización técnica necesaria, exigida por la
peculiar índole de las diligencias o actuaciones. Cuando no exista In-
terventor o Delegado permanente o éste se halle incurso en cualquiera
de las circunstancias antes enumeradas, el Tribunal podrá nombrar al
funcionario que reúna las condiciones más adecuadas para la realiza-
ción del servicio, cualquiera que sea su destino, categoría o Cuerpo;
el Delegado recibirá las instrucciones oportunas por el doble conducto
del Presidente del Tribunal y del «primer» Jefe de la oficina corres-
pondiente. Las funciones de estos Delegados son instructoras y con ca-
rácter habitual se refieren a los expedientes de reintegro, que tramita-
rán íntegramente, aun cuando también quepa encomendarles diligencias
aisladas (práctica de pruebas, por ejemplo), tanto en estos asuntos como
en los demás de naturaleza judicial (arts. 76,6"306 y 307, R). El Delega-
do puede ser auxiliado por un Secretario, que nombrará el Jefe supe-
rior del centro o dependencia al que aquél pertenezca, entre funciona-
rios con categoría de Oficial y destino fuera de la oficina donde hayan
ocurrido los hechos (art. 80, 1.°, R).

Finalmente, existe un órgano que pudiera calificarse de «común»,
pues puede intervenir y actuar en todos los asuntos encomendados al
Tribunal, sea cualesquiera su naturaleza: se trata del Magistrado Ce/r-
sor; sin embargo, su actuación más importante la realiza en la esfera
judicial, como heredero universal del desaparecido Fiscal. El Censor,
Magistrado de Cuentas de primera clase, forma parte de la Junta de
Gobierno y de la Comisión permanente, representa a la Ley y a la Ha-
cienda pública en todos los asuntos en que intervenga, debe ser oído et>
el juicio de las cuentas, en los expedientes de reintegro y en los de
cancelación de fianzas, promueve las oportunas acciones criminales y
sostiene la jurisdicción del Tribunal, vigila la rendición de cuentas,
interviene en las cuestiones disciplinarias y en todos los actos de rela-
ción con las Cortes, y •—-en definitiva— es órgano de enlace entre el
Poder ejecutivo y el Tribunal (arts. 18, I, a, 20 y 33, E; 1, I, 4
y 253, R).

c") Órganos de asesoramiento. La pieza fundamental para el ejerci-
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ció de las funciones fiscalizadoras es el Consejo Interventor de las Cuen-
tas del Estado, que estará integrado por el Presidente del Tribunal, los
Magistrados de Cuentas y los representantes de las colectividades de
contribuyentes; esta «representación de la masa ciudadana» consistirá
en dos Delegados y un suplente, para casos de vacante, nombrados me-
diante elección general entre los individuos que las componen, por
csda una de las agrupaciones de Corporaciones oficiales siguientes: Cá-
maras del Comercio, de la Industria, Agrícolas, de la Propiedad, Aso-
ciaciones de profesiones liberales y Asociaciones obreras. Además, sien-
do el espíritu del Estatuto que la representación de la masa ciudadana
contribuyente sea lo más completa posible, también podrá darse cabida
en el Consejo a las representaciones de otras Asociaciones u organismos
que así lo hayan solicitado o a las que el propio Consejo haya invitado
con tal objeto, siempre que éste —en ambos casos— haya acordado por
mayoría la conveniencia de admitirlas o invitarlas. La duración del
mandato de los Delegados será de cinco años, y transcurrido dicho pe-
ríodo, se verificará la renovación total, en igual forma que la estable-
cida para su constitución (arts. 1 y 18, II, E; 1, II, 2, 3, 186 y 190, R).

El Presidente del Tribunal (y del Consejo) convocará en la «Gaceta
de Madrid», con cuatro meses de antelación a la época de la prepara-
ción de la Memoria sobre la cuenta general del Estado o en el momento
en que se produzca una vacante, las elecciones generales para la consti-
tución o renovación y las parciales para cubrir las vacantes aisladas que
se hayan producido (36). Las agrupaciones de las Corporaciones oficia-
les ya mencionadas procederán, dentro de los dos meses siguientes, a
la celebración de tales elecciones, según el procedimiento que regla-
mentaria o estatutariamente rija en cada una de ellas para la designa-
ción de sus directivos; sólo podrán ser elegidos los socios que lleven
por lo menos cinco años incorporados a las mismas. El resultado del
escrutinio se participará al Tribunal, ante cuya Secretaría presentarán
los electos sus credenciales un mes antes del final del plazo. Las entidades
que dejen transcurrir el período electoral sin designar o haber desig-
nado candidato alguno, se entenderá que renuncian a la participación
eo el Consejo Interventor. En este caso, cuando también los designados

(36) Un edicto, firmado en Madrid el 8 de abril de 1925 por don Fernando DE PBAT
Presidente del Tribunal Supremo de la Hacienda Pública e Interventor general de

la Administración Económica del Estado, convoca-a las agrupaciones de Cámaras, de Ce
mercio, de la Industria, Agrícolas, de la Propiedad y Asociaciones obreras para, que, por
elección general, designen cada una de ellas, dentro del plazo de dos meses, dos Dele-
gados y un suplente para formar parte del Consejo Interventor, debiendo participar los
¿ombres de los electos, que presentarán sus credenciales en la Secretaría general.
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no acreditaren en tiempo y forma su cualidad de tales, el Presidente
cfel Tribunal se dirigirá al Ministerio de Trabajo, Comercio e Industria
para.que por éste se invite a los individuos que forman parte del Con-
cejo de Trabajo en representación del elemento patronal, obrero y de
entidades (37), con objeto de que entre los grupos que tengan mayor
analogía con aquellas agrupaciones sin representante, designen dos De-
legados de entre los que integren cada representación, si ésta llegase
a dicho número y, en otro caso, al que ostente aquélla; los represen-
tantes así designados actuarán, sin necesidad de otro nombramiento,
en el Consejo Interventor con el carácter de supletorios y derecho al
percibo de dietas (veinte pesetas por cada una de las sesiones). Corres-
ponde a la Junta de Gobierno constituir el Consejo, cuyas funciones
principales son participar en la preparación de la Memoria referente
a la cuenta general del Estado y resolver las consultas que le encomien-
den las Cortes (arts. 15, E; 8, 181, 183, 186 al 189, 191 y 192, R).

d) Órganos gubernativos. El régimen interior del Tribunal corres-
ponde en principio a la Junta de Gobierno, que puede actuar cons-
tituida en pleno o en Comisión permanente. Aquélla está formada
por el Presidente, el Secretario general, el Censor y los demás Magis-
trados; se reunirá, previa citación, cuando lo acuerde el Presidente
con oportunidad del despacho ordinario, o por estimarlo así conveniente
o a petición del Censor, pero si se trata de asuntos de la competencia
reglada, deberá ser necesariamente convocada dentro de los tres días
siguientes a aquel en que le haya sido dada cuenta al Presidente, por
la Secretaría general, de hallarse el asunto en estado de resolución.
Las atribuciones de la Junta son, en síntesis, la exigencia coactiva de
la rendición de cuentas, el enjuiciamiento de las generales del Estado,
con la certificación y Memoria en que se exterioriza, la fiscalización de
las modificaciones presupuestarias y de los contratos del Estado, las
propuestas para el nombramiento de Magistrados, Secretario general,
Censor y Jueces de Cuentas, para la suspensión de empleo y sueldo y
para la destitución de funcionarios y cuentadantes, la imposición de co-
rrecciones disciplinarias graves y muy graves, la constitución del Conse-
jo Interventor y la resolución acerca de la responsabilidad del Presi-

(37) Otro Real Decreto de 19 de junio de 1924 había creado el Consejo de Tra-
bajo, con una Comisión permanente, dentro del Ministerio de Trabajo, Comercio e In-
dustria. Este Consejo se componía de 59 Vocales, de los cuales diez representaban a la»
entidades de carácter económico, científico y social, que se determinarían en el correspon-
diente Reglamento, 16 al elemento patronal y otros 16 al elemento obrero, designados
todos ellos por elección, con dos suplentes para caso de ausencia o enfermedad (art. 5.°,
núms 2.", 5.° y 6.°). Los demás Vocales eran nombrados por el Gobierno.
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dente del Tribunal en su cualidad de Interventor general (arts. 32, E;

3, 4, 7, 8 y 258, R).

La Comisión Permanente estará formada por el Presidente, el Se-

cretario general, el Censor y los Magistrados de primera clase. Acordará

por sí misma los días y horas en que ha de celebrar sus sesiones ordi-

narias con carácter periódico para los asuntos gubernativos, sin que

puedan ser menos de dos semanales; también, e independientemente,

podrá celebrar sesiones extraordinarias, previa convocatoria. del Pre-

sidente o a petición de cualquiera de sus miembros; finalmente, deberá

reunirse en la primera decena de cada mes para estudiar las reformas

procedentes en el régimen interior del Tribunal, evacuar informes y

unificar criterios. Las demás atribuciones de la Comisión consisten en

la propuesta para el nombramiento de funcionarios en turno de ascenso

reglamentario y para su jubilación, la imposición de las correcciones

disciplinarias leves, el otorgamiento de licencias, la formación de los

presupuestos del Tribunal y la distribución del personal en los distintos

Despachos. Durante el período de vacaciones (del 15 de julio al 15 de

septiembre) la Comisión permanente asumirá las atribuciones de la

Junta de Gobierno respecto de los asuntos de urgencia, si bien deberá

someter a su ratificación, en la primera reunión que celebre, las de-

cisiones que haya adoptado en aquellos que no sean de su propia com-

petencia ; si la gravedad o urgencia imprescindible de conocer de al-

gún asunto en esta época aconsejare —a juicio de la Comisión— la

asistencia de todos los Magistrados para constituir la Junta, deberá ci-

tarlos y quedarán obligados a presentarse en el Tribunal (arts. 3, 4, 7,

9, 10 y 12, R).

Para que puedan constituirse y actuar la Junta de Gobierno y la Co-

misión permanente, será indispensable la concurrencia de la mayoría

de sus miembros. La validez de sus acuerdos exige la mayoría absoluta

de votos de los componentes, si bien el Presidente lo tendrá de calidad

en caso de empate; los Magistrados disidentes tienen derecho a que se

acompañen sus opiniones discrepantes al acuerdo mayoritario, previa

consignación por escrito y entrega al Presidente en el primer día hábil

siguiente (art. 6, R).

Existen otros órganos gubernativos extraordinarios con atribuciones

en materia de personal. En primer lugar, el Tribunal examinador, que

se nombrará anualmente por Real Orden de la Presidencia del Gobier-

no y estará compuesto por un Presidente (que lo será el del Tribunal

Supremo de la Hacienda Pública, con facultad de delegación en un
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Magistrado de Cuentas de primera clase) y de cuatro Vocales (el Secre-
tario general, el Censor, un Magistrado de segunda y otro de tercera,
que actuará de Secretario sin voto); su función principal consiste en
juzgar los ejercicios de oposición para ingreso en los Cuerpos de Oficia-
les y Auxiliares y para otorgar los diplomas de aptitud (arts. 21, E;
200, 208 y 210, R). Por otra parte, se autoriza el establecimiento de los
Tribunales de Honor, singular institución muy apreciada por el régimen
dictatorial, para juzgar en conciencia y absolver o castigar con la se-
paración definitiva del servicio, a los funcionarios judiciales (y sólo a
ellos), presuntos responsables de actos deshonrosos que, por su natura-
leza o por faltar las necesarias pruebas materiales, no puedan ser casti-
gados mediante los procedimientos criminal o administrativo. El Tribu-
nal de Honor se constituirá especialmente para cada caso, en la forma
siguiente: si el inculpado fuera Magistrado, por el Presidente y seis
compañeros más antiguos, o por la Junta de Gobierno, cuando no pudie-
ra completarse ese número; si fuera Juez, por una Sala compuesta del
Presidente, tres Magistrados designados mediante sorteo y tres Jueces
<le la clase superior o Magistrados; si fuera Oficial, por el Censor, tres
Jueces y tres compañeros más antiguos. Los funcionarios corregidos dis-
ciplinariamente por faltas graves y muy graves serán excluidos automá-
ticamente de los Tribunales de Honor; en los casos de enfermedad,
ausencia o recusación, la vacante se cubrirá en la forma antes expuesta
(orts. 294 y 298, R).

B) Órganos internos.

La Secretaría general tiene funciones de coordinación, correspon-
dencia con las autoridades y oficinas públicas, instrucción de • los ex-
pedientes gubernativos y de los asuntos encomendados a los órganos de
asesoramiento, notificación de acuerdos y resoluciones, ejercicio de la
Tesorería-Contaduría y recepción de escritos y documentos, para lo que
existirá un Registro general y otros Registros de entrada de cuentas, así
como una Habilitación de personal y otra de material (arts. 34, E; 43,
44, 252 y 267, R). El Tribunal se divide en Secciones, cuyas caracterís-
ticas difieren notablemente de las que ofrecían las establecidas con" an-
terioridad (una por cada Ministro): ahora son dos, una Sección de In-
tervención para la fiscalización previa, y otra Sección de Cuentas, Rein-
tegros y Fianzas (arts. 1, 13, 17, 73, 97 y 266, R). Las unidades mínimas
están constituidas por los Despachos, encargados.de la instrucción y re-
solución de los diferentes asuntos (art. 9, 7.°, R), bajo la jefatura directa
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•de los Magistrados o Jueces de Cuentas, si están encuadrados en la sec-
ción judicial (arts. 257 y 263, R), y de los Fiscales del Gasto, si pertenecen
a la Interventora (art. 266, R). El Archivo y la Biblioteca, dependen-
•cia de la que estará encargado un Juez, custodiará los libros, expedien-
tes y documentos que se le entreguen, bajo un severo régimen que pone
de manifiesto la justificada desconfianza frente a la habitual rapiña de
los lectores (arts. 18, I, a, E; 1, I, 259 y 260, R).

6.—ESTATUTO DEL PERSONAL.

El Tribunal se compone, para sus funciones ejecutivas, de un Cuer-
po especial técnico y de otro auxiliar de Oficiales; la escala de Auxi-
liares se declara a extinguir (arts. 18, I, c, y 23, así como la 3.a dispo-
sición comp. y trans., E). El Reglamento, por su parte, establece que
ron Cuerpos auxiliares no sólo el «especial» y también «técnico» de
Oficiales, sino además el de Auxiliares-Escribientes (ambos divididos en
dos escalas : masculina y femenina), en atención a que «la práctica ha
demostrado la conveniencia de conservar» esta última clase de funcio-
narios (arts. 1, I, 14, 202 y 210, así como la disp. trans. 12, R). El
Cuerpo especial técnico, en el que se integrarán el Presidente, los Ma-
gistrados y los Jueces de Cuentas, tiene carácter único, con un solo
escalafón y régimen jurídico uniforme, abstracción hecha de la Sección
en que el funcionario preste sus servicios; pero en cuanto al ejercicio
de sus funciones formarán dos grupos separados, sin que quienes ejercen
la fiscalización previa puedan inmiscuirse en las atribuciones judicia-
le»; los Oficiales constituirán también un solo Cuerpo auxiliar, con
escalafón único y la misma disciplina, aunque igualmente se prohiba
toda intercomunicación funcional (arts. 13 y 14, R). Modificaciones pos-
teriores provocarán la transformación de los Oficiales en Secretarios y
la desaparición de los Auxiliares (38). Todo este personal aparece re-

(38) El Real Decreto de 17 de agosto de 1925, firmado por el Marqués DE MACAZ,
establece que el Cuerpo auxiliar del Tribunal Supremo de la Hacienda Pública, constituido
por 32 oficiales de administración de tercera clase, quedará reducido a 23, con elevación
a 2.500 pesetas del sueldo dé los 50 Auxiliares, más premios de 500 pesetas que se crean.
El Real Decreto de 29 de agosto de 1925 establece que los Oficiales de primera, segunda
y tercera clase de la escala masculina del Tribunal Supremo de la Hacienda Pública se
denominen Secretarios de Cuentas de primera, segunda y tercera clase, con los mismos
derechos y obligaciones que reconocen e imponen el Estatuto y Reglamento, más el
ejercicio de la fe pública (expedir certificaciones, realizar notificaciones, trasladar acuer-
dos y extender cuantas diligencias hagan precisas la comunicación de los proveídos y
sentencias); en los títulos de tales funcionarios se hará constar la nueva denominación.
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cogido en la «plantilla» aneja al Estatuto (39); fuera de ella existía, sin
embargo, el subalterno (art. 269, R). Finalmente, conviene recordar que
los Delegados, permanentes o accidentales, no son funcionarios del Tri-
Lunal, sino de los distintos Cuerpos de la Administración General del
Estado.

A) Selección.

Con el Estatuto del Tribunal Supremo de la Hacienda Pública y su
Reglamento desaparece momentáneamente el anacrónico sistema selec-
tivo inaugurado en 1851, que configuraba los cargos de Presidente, Mi-
nistros y Fiscal más como «beneficios» que como auténticos «oficios».
Abora, en cambio, se profesionalizan hasta el máximo. Los requisitos
exigidos para los diferentes puestos son generales y especiales :

a) Requisitos generales. Con carácter positivo se exige ser español,
de estado seglar, mayor de dieciséis años sin exceder de veinticinco, para
ingresar como Oficial o Auxiliar, y mayor de veintitrés años para ser
Juez de Cuentas de tercera clase. La mujer será admitida al desempe-
ñó del cargo de Oficial, pero no al de las funciones que corresponden
a los Magistrados y Jueces, por su naturaleza judicial. Desde una pers-
pectiva puramente negativa, no podrán ser nombrados funcionarios del
Tribunal: 1.°, los impedidos intelectualmente y los que padezcan de-

El Real .Decreto de 26 de julio de 1929 suprime la clase de Auxiliares-escribientes del
Tribunal Supremo de la Hacienda Pública, previo informe de éste y amortiza 10 de las 18
vacantes de Oficiales terceros; en lo sucesivo, el ingreso se realizará por las clases de
Oficiales terceros, categoría a la que serán promovidos los actuales Auxiliares, con la
denominación de Oficiales-Secretarios de Cuentas de tercera clase el elemento masculino
y la de Oficiales terceros el femenino. Los ascensos posteriores se harán por antigüedad,
dando una vacante a cada escala, comenzando por la masculina.

(39) Plantillas: Sección de Cuentas. "Personal técnico": Un Presidente-Interventor
general, un Magistrado de Cuentas de primera clase, Secretario general; un Magistrado
de Cuentas de primera clase, Censor; dos Magistrados de Cuentas de primera clase, ocho
de segunda clase y 12 de tercera clase; 14 Jueces de Cuentas de primera clase, 16 de
segunda clase y 18 de tercera clase. "Cuerpo auxiliar": 26 Oficiales de Administración
de primera clase, 29 de segunda clase y 32 de tercera clase. Sección de Intervención.
"Central": Personal del Cuerno pericial de Contabilidad: un Jefe de Administración de
primera clase, otro de segunda y otro de tercera; personal del Cuerpo Auxiliar de Con-
tabilidad: un Oficial de primera clase, otro de segunda y otro de tercera; personal del
Cuerpo general de Hacienda: un Jefe de Administración de primera clase, otro de se-
gunda y otro de tercera; un Jefe de Negociado de primera clase, otro de segunda y
otro de tercera; dos Oficiales de primera clase, cuatro de segunda, cuatro de tercera y
seis Auxiliares de primera clase. Delegaciones: Los funcionarios de los Cuerpos de In-
tervención Militar, de Administración de la Armada y del general de la Hacienda Pública
o cualquiera otro que tenga a su cargo funciones fiscales o interventoras en los diferentes
ramos de la Administración central y provincial. Madrid. 19 de junio de 1924. Aprobado
•por Su Majestad.—PRIMO DE RIVERA.
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fecto físico que les incapacite para el cargo; 2.°, los que estuvieren

condenados a cualquier pena correccional o aflictiva, mientras que no

la hayan sufrido u obtenido de ella indulto total; 3.°, los que hubieren

sufrido y cumplido cualquiera pena por la comisión de un delito que

les haga desmerecer en el concepto publico; 4.°, los que hubieren sido

perseguidos por causa criminal que no haya terminado por sentencia

absolutoria o por sobreseimiento libre o provisional; 5.", los quebrados

no rehabilitados; 6.°, los concursados, mientras no sean declarados in-

culpables; 7.°, los deudores a fondos públicos en concepto de responsa-

bles directos; 8.", los que tuvieren vicios vergonzosos (arts. 235 y 236, R).

Por otra parte, el Presidente y los Magistrados de Cuentas no pue-

den ser afines ni parientes entre sí hasta el cuarto grado, inclusive,

ni de los que fueren Presidentes de las Cámaras en la época de su nom-

bramiento: tampoco podrán estar directa o indirectamente interesados

o empleados en Empresas, Sociedades, establecimientos que contraten

con el Gobierno o que produzcan alguna clase de cuenta con el Estado

(art. 25, E). Finalmente, los cargos de Presidente, Magistrados y Jue-

ces serán incompatibles: 1.", con el ejercicio de cualquiera otra juris-

dicción; 2.°, con otros empleos o cargos de plantilla dotados con sueldo

por el Estado, por la Casa Real, por las Provincias o por los Munici-

pios; 3.°, con los cargos corporativos de los Cuerpos Colegisladores, de

las Diputaciones Provinciales y de Ayuntamientos y cualesquiera otros

provinciales o municipales. Las dos últimas causas de incompatibilidad

son extensivas a los demás empleados administrativos del Tribunal. To-

dos ellos, por otra parte, podrán compatibilizar el desempeño de sus

funciones con el ejercicio de cualquier cargo, ocupación o profesión,

incluso la de Abogado, siempre que esta actividad no impida la asisten-

cia diaria al Tribunal durante las horas de oficina (arts. 27, E, y 237, R).

El ejercicio de las funciones judiciales del Tribunal será justa causa para

eximirse de cualesquiera cargos obligatorios; la autoridad a quien co-

rresponda admitir dicha exención no podrá desecharla.

El funcionario judicial o administrativo del Tribunal que sea desig-

nado para uno de tales cargos deberá optar por eximirse de ellos o,

en caso contrario, solicitar su excedencia dentro del plazo de quince

días desde su elección o nombramiento para aquél; la misma resolu-

ción, y en igual plazo, pero en sentido inverso, deberá adoptar el que,

ejerciendo alguno de los empleos o cargos incompatibles, fuera nom-

brado funcionario del Tribunal; en ambos casos, si no se formulare la

opción expresa, se entenderá que se renuncia al cargo del Tribunal.
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l a declaración de incompatibilidad, en esta última hipótesis, se reali-
zará mediante el procedimiento disciplinario arbitrado para exigir las
correspondientes responsabilidades. Finalmente, todos los demás fun-
cionarios del Tribunal quedan obligados a denunciar la causa de in-
compatibilidad en que incurran sus superiores, compañeros o subordi-
nados, cuando los interesados no las hubieran declarado, y el Censor
i. currirá en falta grave si, conocida la causa, no ejercitare la oportuna
-acción para conseguir la declaración correspondiente (arts. 238 al 241, R).

b) Requisitos especiales. El Presidente será elegido libremente en-
tre los Magistrados de Cuentas de primera clase, quienes también —me-
diante concurso de méritos— podrán ser nombrados Secretario general
y Censor; idéntico sistema selectivo se utilizará para cubrir las pla-
zas de Magistrados de tercera clase entre los Jueces de Cuentas de pri-
mera con diez años de servicios al Estado, computándose únicamente a
•tal efecto los prestados en sus Cuerpos de procedencia y como tales
Jueces. Cuando en cualquiera de los casos precedentes se produjera una
•discrepancia irreductible de criterio en el momento de la elección, el
nombramiento recaerá en el más antiguo de los dos candidatos patro-
cinados por los Presidentes del Senado y del Congreso. Los Jueces de
Cuentas de tercera clase serán designados, previo concurso, por turno
entre los funcionarios pertenecientes a los Cuerpos de Oficiales del Con-
sejo de Estado, Abogados del Estado, Pericial de Contabilidad, de In-
tervención del Ejército, de Intervención de la Armada, general de Ad-
ministración de la Hacienda Pública y de Oficiales auxiliares del Tri-
bunal (40); los aspirantes deberán tener la categoría de Jefes de Ne-

(40) La tercera disposición complementaria y transitoria del Estatuto establece que
"el personal actual de Contadores, Oficiales y Auxiliares del Tribunal de Cuentas del
Beino, pasará a depender del Tribunal Supremo de la Hacienda Pública. Los Contadores
ocuparán las plazas de Magistrados y Jueces de Cuentas; el último del escalafón ocupará
la última plaza de Juez de Cuentas de tercera clase, y en orden ascendente se cubrirán las
<lemás. Las vacantes de Magistrados que resulten sin cubrir se proveerán en la forma
que se determina en la octava disposición transitoria. Como excepción a] artículo 20,
ínterin subsista personal de los actuales Contadores y Oficiales procedentes del Tribunal
•de Cuentas, se reservará a los Contadores la primera plaza de cada tres que vaquen de
Magistrados de tercera, y a los Oficiales, la primera también de cada tres que vaquen
de Juez de tercera, proveyéndose ambas por rigurosa antigüedad. La escala de Auxiliares
del Tribunal de Cuentas, dotada con 2.000 pesetas, se declara a extinguir. La 11 dispo-
sición añade que "si como consecuencia de la facultad concedida al Gobierno por la dis-
posición transitoria octava, para hacer los primeros nombramientos de Presidente y Ma-
gistrados de Cuentas del Tribunal Supremo de la Hacienda Pública, recayese aiguno cíe
-ellos en Magistrados o funcionarios del suprimido Tribunal de Cuentas, y éstos, como
consecuencia de las nuevas categorías y sueldos establecidos en la correspondiente plan-
lilla, sufrieran una disminución en los haberes que vinieran percibiendo se abonará, en
«oncepto de gratificación, la dijerencia entre su sueldo anterior y el que en lo sucesivo
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gociado y Jefe u Oficial primero, respectivamente, según se trate de
civiles, militares o marinos, así como haber prestado más de dos años-
de servicios al Estado, computados en la forma antes mencionada, y los
que procedan del Cuerpo General de Administración de la Hacienda
o del de Oficiales auxiliares del Tribunal, habrán de poseer, además,.
un diploma de aptitud, conseguido mediante oposición convocada anual-
mente (41); para que todos los Cuerpos antes relacionados tengan en-
el Tribunal una representación ponderada, las vacantes se adjudicarán-
ai que perteneciera el funcionario que la originó, y, en otro caso, el
concurso se convocará por rigurosa rotación, según el orden en que
aparecen enumerados; si la convocatoria resultase desierta, se correiá
el turno al Cuerpo siguiente. Los Oficiales de tercera clase ingresarán
por oposición, para tomar parte en la cual será preciso pertenecer a la
escala auxiliar del Tribunal de Cuentas, a las escalas técnica o auxi-
liar del Cuerpo General de Administración de la Hacienda Pública,,
con dos años de servicios, o tener «títulos menores» (Perito mercantil,.
Maestro de Primera Enseñanza, Bachiller, etc.). Los Auxiliares-Escri-
bientes serán nombrados también mediante oposición (arts. 19 al 22, E -r

hayan de percibir; entendiéndose que dichas gratificaciones cesarán cuando el que las-
perciba ascienda a la categoría superior inmediata o cese en su cargo, cualquiera que
ea la causa.

(41) El régimen do las oposiciones para otorgar los diplomas de aptitud se desarrolla
en el artículo 208 del Reglamento. Las pruebas selectivas constaban de dos ejercicios: el
primero, teórico, por escrito, sobre cálculo mercantil, principios fundamentales de Derecho
positivo, Contabilidades generales y oficiales, Hacienda Pública y Legislación adminis-
trativa, con lectura pública y discusión por los demás opositores; el segundo, práctico,
por escrito, consistente en una propuesta de providencia, auto o sentencia en una cuenta
y un expediente de reintegro. Ambos ejercicios eran eliminatorios, con calificación pú-
blica al final de la actuación de los opositores. Además, con el fin de facilitar la pre-
paración técnica de los Oficiales procedentes del extinguido Tribunal de Cuentas y del
Cuerpo de la Hacienda Pública que aspirasen a ser diplomados, se preveía la celebración
de cursillos, mediante conferencias a cargo de Magistrados y Jueces, tarea no "retri-
buida, pero sí recompensada", por calificarse como mérito relevante (art. 209 R.). La
Real Orden de 23 de septiembre de 1925, firmada por el Marqués DE MACAZ, contiene
y aprueba la Instrucción y programas para el otorgamiento de diploma de aptitud para
concursar plazas de Jueces de Cuentas de tercera clase del Tribunal Supremo de la Ha-
cienda Pública, comprensiva de 14 artículos. La Real Orden de 27 de marzo de 1926
desestima la instancia de don José DE LA CUEVA Y OKKJUKLA, Secretario de Cuentas do
primera clase, para que los Oficiales del suprimido Tribunal de Cuentas ocupasen por
turno de antigüedad las vacantes de Jueces y en cambio accede a otra solicitud del misma
funcionario, en el sentido de que los Secretarios de Cuentas que tengan las carreras de
Abogado o de Profesor Mercantil sean considerados como diplomados, haciendo extensivo
este beneficio a los individuos del Cuerpo general de la Administración de la Hacienda
Pública, siempre que además hayan entrado en él por oposición.
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196 al 200, R). Estas pruebas selectivas para el ingreso aparecen regu-
ladas en el Reglamento (42).

B) Nombramientos, juramento y posesión.

El Presidente, el Secretario general, el Censor y los Magistrados de
Cuentas, en cualquiera de sus clases, serán nombrados por los Presi-
dentes de los Cuerpos Colegisladores (Congreso y Senado), previa pro-
puesta de la junta de Gobierno, si se realiza libremente o por concurso,
y de la Comisión Permanente, si se trata de ascenso reglamentario me-
diante antigüedad; el título se expedirá por Real Decreto de la Presi-
dencia del Gobierno, en virtud de las comunicaciones que le dirijan
los Presidentes de las Cámaras. Sin embargo, los primeros nombramien-
tos que corresponda a las Cortes proveer en virtud del Estatuto, antes
de que aquéllas puedan hacerlo, se efectuarán por el Presidente del
Directorio Militar, de acuerdo con éste, una vez incorporado al Tribu-
iial Supremo de la Hacienda Pública el personal procedente del de
Cuentas y adaptado a las nuevas categorías (arts. 19 y 20, así como dis-
posiciones trans. y comp. 3." y 8.", E; 8, 9, 197 y 198, R). Los Ma-
gistrados de tercera clase procedentes del Cuerpo de Contadores del
suprimido Tribunal de Cuentas y los Jueces serán nombrados directa-
mente mediante Real Decreto, que refrendará el Presidente del Gobier-
no, a propuesta de la Junta. Los nombramientos de Oficiales se reali-
zarán por Real Orden de la Presidencia del Gobierno, previa propuesta
del Tribunal de oposiciones, si se trata de nuevo ingreso, o de la Co-
misión permanente, en caso de ascenso. Los Auxiliares-Escribientes se-
rán nombrados por el Presidente del Tribunal (arts. 21 y 22, E; 8, 9,
200 y 211, R).

El Presidente, los Magistrados y los Jueces de Cuentas, antes de
tomar posesión de su cargo, prestarán juramento o prometerán por su
honor, ante la Junta de Gobierno, que previamente habrá de examinar
las condiciones legales de los nombrados. La fórmula será: «Guardar

(42) El régimen de oposiciones para el ingreso es similar al establecido para el
diploma de aptitud. El ejercicio teórico debía versar sobre aritmética mercantil, elementos
de contabilidades general y oficiales, rudimentos de Derecho político y administrativo,
Legislación de Hacienda y Estatuto y Reglamento del Tribunal; se verificaría por escrito,
con lectura pública. El ejercicio práctico constaría de dos partes: una, de escritura me-
cartográfica, y la otra, consistente en la comprobación de una.cuenta con sus justificantes
y examen aritmético, formulando las notas de los defectos observados. El examen de
taquigrafía era voluntario. La diferencia entre los ejercicios de ambas oposiciones se
reducía a que estas últimas se realizaban con "un programa mínimo.o elemental de, las
mismas materias" y una "mayor sencillez en los ejercicios prácticos" (art. 210 R.).
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y hacer guardar la Constitución de la Monarquía, ser fíeles al Rey y
cumplir bien y fielmente las obligaciones de su cargo y las Leyes y
disposiciones referentes al mismo». Al acto de juramento o promesa
deberán concurrir, además de los miembros de la Junta de Gobierno,
todos los demás funcionarios del Tribunal, que se situarán en la sala
por el orden que les corresponda, según su categoría; al Presidente
le tomará juramento o promesa el Magistrado de Cuentas de primera
clase más antiguo, y el Presidente lo hará a los Magistrados y Jueces
(art. 247, R). Las posesiones (y ceses) de todos los funcionarios del Tri-
bunal se darán por la Junta de Gobierno, cuando se trate del Presi-
dente, de los Magistrados o de los Jueces de Cuentas y por el Secretario-
general respecto de los demás funcionarios, cualquiera que fuere su
categoría y clase; la diligencia correspondiente será autorizada en am-
bos casos por el Secretario (arts. 247 y 268, R).

Cada funcionario del Tribunal tendrá en la Secretaría general un
expediente personal, en el que se harán constar, debidamente acredita-
dos, todos los antecedentes (en realidad, los acontecimientos) de su ca-
rrera administrativa. El escalafón general de todos los funcionarios del
Tribunal, relacionados por orden de prioridad, categorías y clases, tanto
en servicio activo como excedentes y cesantes, se publicará por la Se-
cretaría general en el mes de enero de cada año, con referencia al 31
de diciembre del anterior y expresión del tiempo de servicios que cada
uno de ellos tenga, así en el Cuerpo como en la Administración del Es-
tado, y de la fecha de su nacimiento. Para todos los efectos de antigüe-
dad se reputarán años de servicio tan sólo los efectivos cumplidos en
la Administración pública. Los interesados podrán interponer las re-
clamaciones que estimen oportunas dentro del plazo de treinta días,
computados desde el siguiente al de la publicación; la instrucción del
expediente, con audiencia de los afectados, corresponde a la Secretaría
general, y la resolución al Jefe del Gobierno, previo informe del Pre-
sidente del Tribunal. El acuerdo de aprobación de los escalafones es in-
mediatamente ejecutivo, ya que si hallándose pendiente cualquier re-
clamación se produjera alguna vacante que afecte precisamente al re-
clamante, se proveerá en la forma que corresponda, con arreglo al úl-
timo escalafón publicado, pero sin perjuicio de lo que haya lugar en su
día, resuelta que sea la impugnación. Sólo podrá privarse a los funcio-
narios del derecho a figurar en el escalafón en virtud de expediente
con su audiencia o de sentencia judicial (arts. 230, 231 y 249, R).
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C) Contenido de la relación de servicio.

a) Derechos. Los de carácter honorífico aparecen recogidos en sus
manifestaciones más importantes. El tratamiento del Presidente y Ma-
gistrados de primera clase será el de «excelencia»; a los demás Magis-
trados y Jueces les corresponderá el de «señoría». En las ceremonias
y actos oficiales unos y otros llevarán el uniforme y las insignias según
modelo aprobado; los que tengan la cualidad de Letrado podrán uti-
lizar en su lugar la toga. En cuestión de precedencias, el orden relativo
de prelación en todos los actos públicos o interiores del Tribunal será
el mismo con que figuren los Magistrados y Jueces en el escalafón (ar-
tículos 246 y 248, R). Para la determinación de las categorías y remu~
neraciones se equipararán: el Presidente, a su colega del Tribunal Su-
premo de Justicia; los Magistrados de primera clase, a los Presidentes
de las Audiencias Territoriales; los de segunda, a los homónimos de
éstas, y los de tercera, a los de las Audiencias Provinciales; los Jueces
de Cuentas de primera, segunda y tercera clase, a los de Primera Ins-
tancia e Instrucción de término, ascenso y entrada, respectivamente;
los Oficiales y Auxiliares, a los de la Administración civil (arts. 23, E,
y 202, R). El derecho al ascenso (como el deber de sustitución) se rige
primordialmente, aunque no de modo absoluto, por el principio de
antigüedad; en consecuencia, serán promovidos a Magistrados, Jueces
y Oficiales de primera o segunda clase los funcionarios que ocupen el
primer puesto en la categoría inmediata inferior (arts. 20 al 22, E,
y 201, R). La inamovilidad no aparece proclamada con carácter gené-
rico y solemne, pero resulta implícita en las causas que provocan el
cese y, por otra parte, en la prohibición de trasladar a otros destinos,
aunque fuera por ascenso, al personal de los Cuerpos técnico y auxiliar
(arts. 24 y 29, E). Los derechos económicos se fijan, como las catego-
rías, por equiparación, en la forma antes mencionada; tan sólo figura
concretado el sueldo de los Auxiliares-Escribientes: 2.000 pesetas anua-
les (art. 200, R); los demás no se consignan siquiera en la «plantilla»,
aunque sí en los presupuestos del Estado. Los haberes pasivos de los
funcionarios del Tribunal se regirán por lo establecido con carácter co-
mún para los de la carrera judicial a la que se hallen asimilados, y
por lo señalado para los Oficiales y Auxiliares del Cuerpo General de
la Hacienda Pública en lo que afecte a los empleados administrativos
(art. 204, R) (43).

(43) El Reglamento de dietas, viáticos y asistencias de los funcionarios civiles y mili-
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Todos los funcionarios del Tribunal tendrán derecho al disfrute
anual de una vacación de quince días consecutivos; corresponderá al
Presidente, haciendo aprecio del número de empleados con licencia,
concederla inmediatamente que se solicite, aplazar su efectividad mien-
tras no exista la proporcionalidad a que luego se aludirá, o denegarla
por exigirlo las necesidades del servicio. La Comisión Permanente po-
drá otorgar permisos en casos de enfermedad (44) o por otro motivo dis-
tinto ; si excedieran de quince días, serán siempre sin sueldo y su du-
ración no superará los tres meses sin prórroga alguna. Durante el
período comprendido entre el 15 de julio y el 15 de septiembre podrán
estar en vacaciones simultáneamente hasta la mitad de los funcionarios,
para lo que se establecerá el oportuno turno: durante el resto del año, el
disfrute de los permisos y licencias se escalonará por la Presidencia de
tal forma que no se produzca en época de rendición de servicios apre-
miantes o de plazo fijo, ni afecte a más de la quinta parte de la plan-
tilla; para ello cada concesión de licencia contendrá la cita de aquella
con la que ha de ligarse a su terminación, a fin de que el funcionario
que haya de utilizarla se encuentre preparado para disfrutarla inmedia-
tamente del vencimiento de la anterior y no se exceda nunca de la quin-
ta o tercera parte, según los casos, de funcionarios que estén en uso de
ellas (arts. 9, 4.°, 232 y 251, 7.°, R).

También aparece configurada una modalidad peculiar y concreta del
derecho de petición, ya que todos los funcionarios del Tribunal, cual-
quiera que sea su categoría y clase, podrán dirigirse a la Junta de Go-
bierno por conducto de la Presidencia, en escrito razonado, proponien-

tarcs, aprobado mediante Real Decreto de 18 de junio de 1924, no menciona en su texto
ni en los dos anexos, al personal del Tribunal Supremo de la Hacienda Pública. La Real
Orden de 25 de mayo de 1925 dicta normas para el abono de dietas y gastos de locomo-
ción a los funcionarios designados para la intervención material de las inversiones de
fondos, que hayan de trasladarse de modo especial al lugar donde aquéllas deban tener
efecto.

(44) Estas licencias por enfermedad se sujetaban al régimen general establecido por
la Real Orden de 12 de diciembre de 1924, dictada como interpretación, aclaración y com-
plemento de los artículos 32 y 33, en relación con el 20, del Reglamento de 7 de sep-
tiembre de 1918, que desarrolla la Ley de Bases de los funcionarios de la Administración
del Estado. Estas licencias y sus prórrogas, debían concederse por Real Orden, publicada
en la Gaceta de Madrid, previa justificación de la causa mediante certificado médico,
informe del Jefe del funcionario y comprobación de la enfermedad mediante nuevo reco-
nocimiento de dos médicos; su duración era de un mes, prorrogable por otros dos, uno
con medio sueldo y el segundo sin él. Transcurrido este tiempo, el funcionario que no se
reintegraba al servicio debía ser declarado excedente voluntario o supernumerario, salvo
que le conviniera más la jubilación por imposibilidad física. Las licencias por enfermedad
no excluían el deber de residencia.
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de las reformas que su iniciativa, experiencia o competencia especializa-
da las haga estimar convenientes o adecuadas para el mejoramiento de
la contabilidad pública o de aquellos servicios administrativos que con
e]]a se relacionan (art. 10, p, 2.°, R). Finalmente, se establece un sistema
de premios o recompensas, como medio de fomento para el mejoramien-
to de la función pública, que puede otorgar la Junta de Gobierno a los
funcionarios del Tribunal por haberse distinguido en el cumplimiento
de su deber (mayor asiduidad en la asistencia, mayor rendimiento o per-
fección del trabajo, mejor conducta) o haberse excedido mediante la
prestación de servicios especiales, encomendados por la superioridad o
ebpontáneamente asumidos, así como mediante propuestas o Memorias
sobre el modo de conseguir una mayor eficacia en el servicio; los pre-
mios son honoríficos (mención en el expediente, propuesta para la con-
cesión de condecoraciones), económicos (ahono de la diferencia de suel-
do entre la que corresponda al interesado y el de la clase inmediata-
mente superior) o mixtos (habilitación para el . desempeño de servi-
cios de mayor categoría) (45). Las recompensas pecuniarias serán dis-
cernidas por la Jefatura del Gobierno, a propuesta de la Junta del
Tribunal, y quedarán sin efecto automáticame.nte cuando el beneficiario
sufra alguna corrección disciplinaria por faltas cometidas en los con-
ceptos por los que le hubiera sido otorgada (arts. 233 y 234, R).

b) Deberes. Corresponde al Presidente recibir las excusas de asis-
tencia de los Magistrados, Jueces, Oficiales y Auxiliares, mientras que
los Magistrados de Cuentas tendrán a su cargo la vigilancia, bajo su
responsabilidad, de la puntual, completa y asidua asistencia del perso-
nal a sus órdenes, a cuyo fin y por escrito, autorizado con su firma, da-
rán parte diario de entrada y salida al Secretario general, jefe del per-
sonal por delegación del Presidente (arts. 251, 7.°, 252, 6.°, y 254,
1.°, R). Las infracciones disciplinarias demuestran, inductivamente, la
f'X'stercii de otros deberes no explícitos con carácter genérico: plena
dedicación al trabajo, cumplimiento de sus funciones sin demora, ne-
gligencia, descuido o ignorancia, obediencia, conducta digna y decoro-
sa dentro y fuera de la oficina, probidad, sigilo, etc. (art. 272, R).

El deber de abstención aparece mencionado de forma expresa y ta-

(45) La Real Orden de 14 de enero de 1926, firmada por MARTÍNEZ ANIDO, aprueba
el Reglamento para la adjudicación de premios en metálico a los funcionarios auxiliares
del Tribunal Supremo de la Hacienda Pública, con 16 artículos y una disposición final;
tale9' premios eran otorgados por la Junta de Gobierno, a propucsta.de una.Comisión
calificadora que ella misma nombraba, compuesta de tres Magistrados y tres funcionarios
de los Cuerpos auxiliares, designados por elección, con el Presidente del Tribunal..
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jante: los funcionarios del Tribunal no podrán deliberar en los asuntos
que les conciernan personalmente, ni en los que se hallen interesados
sus parientes o afines hasta el cuarto grado inclusive, norma que poste-
riormente adquiere un casuístico desarrollo al enumerar I09 motivos de
recusación: 1.°, ser consanguíneo o afín dentro del cuarto grado civil
de los cuentadantes; 2.°, haber emitido dictamen sobre alguno o algu-
nos de los puntos controvertidos en la cuenta, expediente de reintegro
o de cancelación de fianzas, aun cuando hubiere sido desempeñan-
do cargo en el suprimido Tribunal de Cuentas: 3.°, tener interés di-
recto o indirecto en la cuenta o expediente; 4.°, tener pleito pendiente
con los cuentadantes o interesados en la cuenta o expediente; 5.°, ser
o haber sido denunciador o acusador del cuentadante o interesado en
la cuenta o expediente, o haber sido o estar acusado por éste de alguna
falta o delito; 6.°, tener amistad íntima o enemistad manifiesta con di-
chos cuentadantes o interesados (arts. 26, E; 242, R).

Otro deber, el de mutuo auxilio, se configura mediante el mecanis-
mo de las «sustituciones», que se realizarán por el orden de situación
en los correspondientes escalafones. Así, el Presidente será suplido por
el Magistrado de primera clase más antiguo; el Secretario general, por
el Magistrado siguiente, y el Censor, por el que ocupe el tercer lugar
en la categoría indicada; cuando en ella no exista número suficiente de
funcionarios, actuarán los Magistrados de segunda clase, por el mismo
orden; los Magistrados y Jueces serán sustituidos en los casos de va-
cante, ^ausencia, enfermedad o incompatibilidad, por el funcionario
juJicial de ignal categoría que designe por escrito, en cada caso, el Pre-
sidente, a propuesta de la Junta de Gobierno; el Conserje, Jefe del
personal subalterno del Tribunal, será sustituido por el Portero más
antiguo y de mayor categoría (arts. 232, 249 y 269, R).

La obligació'n genérica de «rendir una labor personal en relación con
la categoría» significa que la distribución de servicios se hará con su-
jeción rigurosa a la tabla de categorías establecidas por el Estatuto (46),

(46) La clasificación de puestos de trabajo se establece en la forma siguiente: "Como
es principio fundamental de la reorganización del Tribunal que cada funcionario rinda
labor personal en relación con su categoría, se establecen las siguientes para los trabajos,
según su importancia: Primera categoría: Las obligaciones presidenciales; la Secretaría
general y Jefatura del personal; examen y censura de la cuenta general del Estado; ídem,
de créditos extraordinarios, suplementos, transferencias e interpretación de la Ley de Pre-
supuestos; examen, censura y fallo de las cuentas del Tesoro (ramo de Guerra); ídem, del
ramo de Marina; ídem, de la Tesorería Central (todos los ramos); ídem, de las cuentas
dé Fundaciones benéficas y benéfico-docentes; asesoría técnica de legislación administra-
tiva y contable ŷ  estadística, .financiera. Segunda categoría: Examen, censura y fallo de
las Cuentas del Tesoro (todos los ramos) de las provincias de Madrid, Barcelona, Valencia,
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sin que en caso alguno se les confiera una inferior de la que 'al funcio-
nario corresponda, pudiéndose, no obstante, si redundase en beneficio
del servicio, alterar en sentido ascendente esta norma; esto es, conferir
a un funcionario un servicio de categoría superior, cuando su especia-
lización o extraordinaria competencia, siendo notoria, a juicio de la
Junta de Gobierno, así lo aconsejara; esta excepción se mantendrá
íi.terin la necesidad subsista y quede satisfecha, constituyendo mérito
paia el funcionario a cuyo favor se haga; también podrá.alterarse esta
pauta cuando lo aconseje la diferencia entre el número de asuntos de
una categoría y el de funcionarios correspondiente a la misma: el fun-
cionario que se considere erróneamente clasificado podrá recurrir con-
tra el acuerdo de la Comisión permanente ante la Junta de Gobierno
(arts. 17, E, y 265, R). Por otra parte, los funcionarios deberán ejecutar
cuantos trabajos les encomienden sus Jefes cuando las necesidades del
servicio lo impusieren, aunque no sean de los previstos reglamentaria-
mente ; si el interesado recurriera en queja respetuosa y razonada, por
conducto y con informe de la Secretaría general, resolverá en definitiva
el Presidente (art. 261, 5.°, referente a los Oficiales).

Las obligaciones específicas de cada clase de funcionarios son muy
variadas. El Presidente asume una doble personalidad, como tal y como
Interventor general de la Administración económica del Estado; en este
concepto le corresponde la fiscalización previa de la actividad adminis-
trativa, y en su calidad de Jefe del Tribunal tendrá a su cargó el go-
bierno interior del mismo, la presidencia de los distintos actos y órga-
nos, la jefatura del personal, la inspección de los servicios y la ordena-
ción del gasto, así como las relaciones con las Cortes, el Gobierno, el
Tribunal Supremo, el Consejo de Estado y los Jefes de Palacio (artícu-
los 30, E; 250 y 251, R). El Secretario general tiene a su cargo la fe
pública (expedición de todas las certificaciones), la documentación (re-
dacción de actas y acuerdos) y la dación de cuenta, además de la ins-
trucción de numerosos expedientes, la Tesorería-Contaduría del mate-
rial, la policía del edificio y la jefatura del personal, por delegación del
Presidente (arts. 34, E; 252, R). El Censor es el órgano de enlace con

Sevilla, Cádiz, Granada, Málaga y Coruña. Tercera categoría: Examen, censura y fallo
de las cuentas del Tesoro de las provincias de segunda clase; Deuda pública, Caja general
de Depósitos y Ordenaciones de pagos; Reintegros de todas las procedencias y cancelación
de fianzas. Cuarta categoría: Examen, censura y fallo de las cuentas-de Girp postal, Loter
rías, Telégrafos, Caja Postal de Ahorros, Timbre y Tabacos. Fábrica Nacional de la
Moneda y Timbre, Cuentas provinciales, Archivo y Biblioteca, negociado'de personal.
Quinta categoría: Examen, censura y fallo de las cuentas del Tesoro de las. provincias
de tercera clase. Sexta categoría: Los demás servicios que detalle el Reglamento (art. 17).
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el Gobierno, representa a la Ley y a la Hacienda pública y —como tal—
tjerce las acciones oportunas, interviene y es oído en todos los asuntos,
sostiene la jurisdicción del Tribunal, vigila la rendición de cuentas, et-
céfera (arts. 33, E, y 253, R). Los Magistrados y Jueces de Cuentas ins-
truyen y resuelven, en primera instancia, los juicios de las cuentas, los
expedientes de reintegro y de cancelación de fianzas, la ejecución de
sentencias y cualquier otro que les esté encomendado, para lo cual ejer-
< en la jefatura de los Despachos; los Magistrados, colegiadamente, re-
iueíven en Sala los recursos de apelación, casación y revisión (arts. 31
al 35, E; 254 al 257, R). Los Fiscales del Gasto son jefes de los Despa-
chos correspondientes y están encargados de la fiscalización previa (ar-
tículos 17 y 266, R). El Archivero-Bibliotecario, Juez de Cuentas, cus-
tlidiará los libros, expedientes y documentos que le entreguen, de cuya
conservación es personalmente responsable (arts. 259 y 260, R). Los
Oficiales practicarán la comprobación de las cuentas (art. 261, R). Los
Auxiliares colaborarán con éstos y además serán los encargados de rea-
lizar los trabajos de copia de los distintos documentos (art. 262, R).
Finalmente, los subalternos tienen a su cargo las funciones de custodia
y limpieza del Tribunal (Porteros), además de las notificaciones, em-
plazamientos y requerimientos (Ujieres), bajo la jefatura del Conserje,
a quien corresponde la distribución del trabajo entre sus subordinados,
la vigilancia de su conducta y el servicio de portería de la Presiden-
cia ; los subalternos no podrán ser dedicados en ningún caso a servi-
cios particulares de los funcionarios, ni a otros de clase alguna que no
sean los propios de sus funciones en el Tribunal (arts. 268 y 269, R).

D) Régimen disciplinario.

El Presidente, los Magistrados y los Jueces de Cuentas responderán
civil y criminalmente de las infracciones en que incurran, sin que les
exima de ellas él alegar su obediencia a las disposiciones del Poder
ejecutivo en lo que sean contrarias .a las Leyes. Sin perjuicio de la res-
ponsabilidad civil y criminal, los funcionarios judiciales del Tribunal,
como también los Oficiales y Auxiliares, incurrirán en responsabilidad
administrativa r por-las faltas que cometan. También podrán ser corre-
gidos poT la Sala o por la Junta de Gobierno, según corresponda, los
¿defensores y los Delegados del Tribunal (arts. 271, 272, 279 y 280, R).

a) Infracciones. Existen tres grupos fundamentales. Uno, el cons-
tituido por aquéllas que cometan los defensores y Delegados, cuya tipi-
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firación es amplia y genérica (infringir las disposiciones del Reglamen-
to o no ajustarse a ellas en el ejercicio de sus respectivas funciones;
otro, cuyos protagonistas son ya los funcionarios, y que se refiere a «lo»
actos deshonrosos que les hagan desmerecer en el concepto público o
les hagan indignos de seguir desempeñando sus funciones y que, por
la naturaleza de los mismos o por falta de las necesarias pruebas mate-
riales, no puedan ser castigados por los procedimientos criminal o ad-
ministrativo», cuyo enjuiciamiento-corresponde a los Tribunales de Ho-
nor (arts. 280 y 294, R); y un tercero, finalmente, comprensivo de las
faltas disciplinarias stricto sensu, sometidas al régimen y procedimien-
to ordinarios. Este último se subdivide, a su vez, en tres clases, según
la importancia de los hechos tipificados :

1.a Leves:

— la falta accidental no reiterada a la oficina;
— la ausencia de ella durante las horas de servicio, sin permiso;
— no dedicarse al trabajo u ocuparse en asuntos que no sean los del

servicio;
— el retraso en el desempeño de las funciones encomendadas, si no

perturba sensiblemente el servicio;
— la negligencia, descuido o ignorancia excusables en el cumpli-

miento de las obligaciones.

2.* Graves:

— la indisciplina o desobediencia contra los superiores;
— la desconsideración a las autoridades o al público;
— la falta reiterada de asistencia al Tribunal o la ausencia, sin per-

miso ;
— la falta de decoro por actos ajenos al servicio;
— la negativa o resistencia a ejercer las funciones o desempeñar los

servicios que correspondan;
— los altercados y pendencias dentro del local de las oficinas, aun-

que no constituyan delito o falta punibles;
— la informalidad, negligencia, ignorancia o retraso en el trabajo,

cuando perturben sensiblemente el servicio o causen lesión a los intere-
ses del Tesoro

—• la negativa a prestar los servicios extraordinarios que se establez-
can por exigirlo necesidades de urgente e inaplazable cumplimiento;
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— los actos que sin llegar a constituir delito, acusen tendencia a él
o falta de moralidad administrativa, o constituyan infracciones impor-
tantes en perjuicio de la Administración o de los interesados;

— el extravio de documentos de importancia o de expedientes;
— las reclamaciones individuales o colectivas, si no se realizan en

la forma legal;
— la convocatoria o celebración de reuniones en el edificio del Tri-

bunal sin la autorización del Presidente;
— la reincidencia en faltas leves.

3.a Muy graves:

— la aplicación de Reglamentos generales, provinciales o locales y
de cualquier otra disposición administrativa que estén en desacuerdo con
las Leyes;

— dar posesión de sus cargos al Presidente, Magistrados o Jueces
cuando sus nombramientos no estuviesen ajustados al Estatuto o su Re-
glamento ;

— dirigir a las Cámaras legislativas, al Poder ejecutivo, a los fun-
cionarios públicos o a Corporaciones oficiales, felicitaciones o censuras
por sus actos;

— tomar en las elecciones populares en cualquier lugar del territorio
del Reino más parte que la de emitir su voto personal;

— mezclarse en reuniones, manifestaciones u otros actos de carácter
político, aunque tal participación se halle permitida a los demás españo-
les que no ejerzan funciones judiciales;

— concurrir en Cuerpo o de oficio a fiestas o actos públicos, sin
más excepción que a los oficiales o cuando el Gobierno expresamente
lo ordenare (47);

— abandonar el servicio;
— pertenecer a asociaciones, agrupaciones o representaciones colec-

tivas de funcionarios públicos cuya constitución no haya sido aprobada
por el Gobierno, o permanecer en ellas después de ordenada su diso-
lución ;

— violar el secreto profesional;
— insubordinarse en forma de amenaza individual o colectiva;
— la ineptitud e ignorancia repetidamente demostradas;
— la emisión a sabiendas, o por negligencia o ignorancia inexcusa-

(47) Estas infracciones constituyen copia de las prohibiciones contenidas, en el
artículo 7.° de la Ley Orgánica del Poder Judicial de 15 de septiembre de 1870.
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Lies, de informes manifiestamente injustos o la adopción de acuerdos
en las mismas circunstancias:

— la falta de probidad o los actos que comprometan de cualquier
modo el decoro del cargo en el ejercicio de sus funciones;

— los hechos declarados delictivos por sentencia firme;
— la reincidencia en faltas graves (art. 272, R).

b) Sanciones. Forman también, simétricamente, tres grupos. Los
Delegados y defensores podrán ser sancionados, exclusivamente, con
multas que no excedan de 12S pesetas. Los Tribunales de Honor sólo tie-
nen competencia para —alternativamente—absolver o decretar la sepa-
ración del servicio. Las demás infracciones serán castigadas con cual-
quiera de las correcciones comprendidas en la escala gradual siguiente:
1.*, apercibimiento: 2.*, multa de uno a quince día9 de haber; 3.1, tras-
lado de servicio; 4.a, suspensión de empleo y sueldo de un mes a un
año; 5.*, pérdida de uno a veinte puestos en el escalafón; 6.a, posterga-
ción perpetua, y 7.a, separación definitiva del servicio (arta. 280, 295
y 273, R). La primera se aplicará a las faltas leves, las cuatro siguientes
a las graves y las dos últimas a las muy graves.

El apercibimiento se hará siempre por escrito. La multa y la sus-
pensión de empleo y sueldo se dividen en tres grados: mínimo (uno a
cinco días; un día a cuatro meses); medio (seis a diez días; cuatro
meses y un día a ocho meses), y máximo (once a quince días; ocho me-
ses y un día a doce meses); la última de las sanciones mencionadas que
se imponga por tiempo superior a seis meses llevará consigo automá-
ticamente la accesoria de pérdida de puestos en el escalafón. El traslado
se hará siempre a un servicio más penoso o de inferior categoría. La
separación definitiva determinará la baja en el escalafón respectivo, sin
que el funcionario afectado pueda reingresar en el Tribunal ni desem-
peñar cargo alguno en el mismo; sin embargo, esta sanción no .perju-
dicará, por regla general, al haber de jubilación del interesado, aun-
que la pensión correspondiente quedará sujeta al embargo o retención
para el resarcimiento de las responsabilidades pecuniarias impuestas en
procedimiento gubernativo, civil o criminal.

La segunda reincidencia en falta que haya sido corregida con aper-
cibimiento se castigará mediante multa en sus grados mínimo y medio.
La imposición de tres de estas correcciones pecuniarias en su grado me-
dio o la de dos en el máximo, determinará el traslado. Cuando un fun-
cionario haya sufrido dos de ellos' én tiempo no superior a tres años
f incurra en nueva falta, será corregido necesariamente con la pena de
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suspensión de empleo y sueldo en sus grados mínimo y medio; cuando
se imponga por más de seis meses, llevará automáticamente aparejada
la sanción de pérdida de puestos en el escalafón. Finalmente, el fun-
cionario del Tribunal, cualquiera que sea su categoría, que personal o
corporativamente no promoviere o exigiere alguna de las responsabili-
dades disciplinarias, incurrirá en la misma que dejó de promover o per-
seguir (art. 273, R).

Las sanciones disciplinarias se harán constar por nota autorizada en
el expediente personal del funcionario, y podrán invalidarse, a peti-
ción del interesado, siempre que haya observado una conducta inmejora-
ble en el desempeño de su servicio durante un año (si se trata de las
tres primeras correcciones), durante dos años (si se trata de las dos si-
guientes) y de tres años (si se trata de la última) (arts. 273 y 274, R);
la forma de contar estos plazos y los efectos de la invalidación serán los
establecidos con carácter general (48).

E) Interrupción del servicio activo.

La suspensión preventiva, sin carácter penal, podrá ser decretada
por el Presidente al iniciarse la tramitación del procedimiento disci-
plinario o durante ella, a propuesta «leí instructor (art. 277, R). La
suspensión de empleo y sueldo constituye, como ya quedó expuesto
con anterioridad, una sanción aplicable a las fallas graves, cuya ex-
tensión oscila entre un mes y un año; será impuesta siempre en vir-
tud de expediente, con audiencia del interesado, por la Junta de Go-
bierno (arls. 273 y 275, R). Fuera de estos dos casos, la interrupción
del servicio activo sólo puede producirse en virtud de la excedencia,
categoría genérica dentro de la que cabe distinguir cuatro clases: for-
zosa, por incompatibilidad, por enfermedad y voluntaria. En todo caso,

(48) El Real Decreto de 12 de diciembre de 1924 da nueva redacción a los artícu-
los 10 y 61 del Reglamento de funcionarios públicos de 7 de septiembre de 1918. El
artículo 10 se refiere al reingreso de funcionarios cesantes y el 61 a ciertos aspectos de
la potestad disciplinaria, así como a la invalidación de correcciones, excluidas la de sepa-
ración definitiva del servicio y aquellas otras impuestas por inmoralidad, falta de probidad,
contrabando, o defraudación, malversación de caudales, falsedad, prevaricación, cohecho
u otros cometidos contra la propiedad. Para la invalidación se requiere que el funcio-
nario haya observado una conducta inmejorable durante uno, dos o tres años, según que se
trate de las tres sanciones más leves, de las dos intermedias o de la más grave. La
solicitud, con informe de la Junta de jefes de la dependencia correspondiente, será resuelta
discrecionalmente por medio de Real Orden. La invalidación quedará sin efecto en caso
de reincidencia en la misma falta que originó la primera sanción. Sólo en casos muy
excepcionales se invalidará un segundo correctivo, para lo cual se exige un plazo doble
del normal.
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esta situación será declarada por la Jefatura del Gobierno, previo in-
forme de la Comisión permanente y a instancia de los interesados, salvo
cuando se proponga de oficio en el caso de la excedencia forzosa (ar-
tículos 214 y 219, R).

a) Excedencia forzosa. Sólo procederá por reforma de plantilla y
por prestación del servicio militar (49). El funcionario que se encuen-
tre en esta situación por la primera causa tendrá derecho a percibir los
dos tercios del sueldo y al abono del tiempo que dure, a todos los efectos.
Únicamente los excedentes forzosos podrán concurrir y ser elegidos en
los concursos o nombrados en los turnos establecidos por el Estatuto
para pasar de una a otra categoría; cuando la cansa sea la prestación
del servicio militar, el elegido en el concurso pasará a la categoría su-
perior en la misma situación de excedencia en que se encontraba. Los
excedentes forzosos, cuando hayan de volver al servicio activo, tendrán
preferencia para su colocación respecto de todos los demás excedentes
de las demás clases y, en consecuencia, ocuparán las primeras vacantes
que resulten por cualquier concepto en su categoría respectiva o en
otra de las inferiores, si no hubiere excedente de éstos que tenga soli-
citado su reingreso; en el caso de hallarse dos excedentes forzosos con
los mismos derechos, se reconocerá preferencia al que la tenga por su
número en el escalafón. Mientras queden excedentes por reforma sin
colocación en la clase que les corresponda, se suspenderá la provisión
de las vacantes de dicha clase hasta que el descendido vuelva a ocupar
«u puesto (arts. 215, 221, 222 y 226, R).

(49) El Real Decreto de 29 de marzo de 1924 aprueba las bases para el reclutamiento
y reemplazo del Ejército. El apartado D) de la base l.« establece que "el servicio militar
no podrá ser origen de perjuicio alguno para los individuos que al incorporarse a filas
se hallen empleados en cualquiera de las dependencias de la Administración Pública o en
sociedades o empresas en las que tenga o pueda tener intervención o subvención el Es-
tado, fijando el Reglamento para la aplicación de este Decreto-Ley, su situación y dere-
chos". Un Real Decreto de 27 de noviembre de 1924, con el refrendo de Antonio MACAZ
v PERS, concede la excedencia forzosa, con derecho al percibo de los dos tercios del
sueldo que disfrutarán en activo, a todos los funcionarios que hubieren quedado sin des-
tino por consecuencia de la supresión del Tribunal de Cuentas del Reino; los funciona-
rios que pertenezcan a Cuerpos especiales, cualesquiera que sea su naturaleza o el Minis-
terio de que dependan, perderán el derecho al goce de esta excedencia forzosa en la
misma fecha en que reingresen en aquéllos, sin que puedan optar por la continuación en
ella aun cuando renunciaran al reingreso, y en el caso de que a tales funcionarios no se
les reconociera el derecho a ingreso en ningún Cuerpo general de la Administración
del Estado, la excedencia forzosa tendrá por limite la edad de sesenta y siete años,
cumplida la cual habrán de jubilarse (art. 2.°); la excedencia forzosa se declarará de Real
Orden en cada caso, con efectos retroactivos al 1 de julio de 1924, y podrá cesar también
cuando el Gobierno utilice los servicios de los interesados en cargo activo de las mismas
categorías y clase que el que ostentaran (art. 3.°).
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b) Excedencia por incompatibilidad. Será motivada por ocupar
cargo de elección popular o corporativa y por pasar a desempeñar el
funcionario otro destino o cargo que no sea compatible con el del Tri-
bunal. En el primer caso, y sólo mientras permanezcan en el ejercicio
activo de su representación, tendrán derecho a los dos tercios del sueldo
y al abono del tiempo de excedencia, a todos los efectos; cuando la
elección sea para cargo provincial o municipal, o se trate de las otras
causas de incompatibilidad, el régimen jurídico y económico será el mis-
mo de la excedencia voluntaria (art9. 216 y 223, R).

c) Excedencia por enfermedad. Se concederá al funcionario que su-
fiiere alguna que le incapacite notoriamente de modo transitorio para
el desempeño de su caigo, después que hubiere agotado la» licenciaB
de que, reglamentariamente, pudiera haber hecho uso. Estos exceden-
tes, una vez desaparecida la causa, tendrán preferencia —después de los
forzosos— para su colocación en la categoría que les corresponda o en
otra de las inferiores, hasta que se produzca vacante en la suya, siem-
pre, respecto de las últimas, que no hubiere excedentes de ellas que
tengan solicitado su reingreso (arts. 217 y 227, R).

d) Excedencia voluntaria. Pueden obtenerla por tiempo ilimitado
todos los funcionarios del Tribunal que se hallen en servicio activo, sin
necesidad de justificar causa y siempre que no se hallen sometidos a
expediente gubernativo. Los excedentes por enfermedad y los volunta-
rios no tendrán derecho a sueldo alguno ni a abono de tiempo de
excedencia, salvo a los efectos de ascenso (arts. 218 y 224, R).

Los funcionarios judiciales del Tribunal que obtengan la exceden-
cia por cualquiera de las causas que pueden motivarla, seguirán el mo-
vimiento de las escalas y ascenderán reglamentariamente dentro de su
categoría cuando reúnan el tiempo de servicio mínimo siguiente:. dos
años en la clase inferior o un total de ocho en el Cuerpo de proceden-
cia, para Jueces de Cuentas; dos o doce para Magistrado de segunda
clase; tres o quince para Magistrado de primera. Los excedentes forzo-
sos que al reingresar al servicio activo no reúnan tales condiciones, re-
cuperarán sin embargo el lugar en el escalafón que les correspondiere de
haber permanecido en activo, cuando las cumplan; los demás no po-
drán recuperar, aunque las cumplan, los puestos perdidos durante la
s'tuación de excedencia. Los Oficiales y los Auxiliares-escribientes se
regirán por idénticas normas, salvo en el caso de la excedencia volun-
taria, ya que para ascender en esta situación de una clase a la otra,
dentro de su categoría, deberán haber cumplido dos años de servicio
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ictivo en la inmediata inferior o contar un total de cuatro años de ser-
vicios efectivos en el Cuerpo (arts. 220 y 229, R).

El reingreso se producirá de oficio cuando se trate de excedencia
le forzosa por reforma de plantilla, previa propuesta de la Comisión per-
nanente, y a instancia del interesado en los demás casos (incluso por
prestación del servicio militar), cuando haya desaparecido la causa y en
•ualquier tiempo, una vez transcurrido un año como mínimo, para los
voluntarios. Las instancias, dirigidas al Presidente, pasarán a la Se-
cretaría general, que llevará un registro de todas las excedencias; con
;stos datos formulará las propuestas oportunas para proveer las vacan-
:es correspondientes, que la Comisión permanente elevará a la Jefatura
leí Gobierno para sn resolución. Los funcionarios en situación de ex-
cedencia no forzosa que soliciten su vuelta al servicio activo tendrán
íerecho, desde el día siguiente al de la presentación de su instancia,
)• siempre que no existan otros excedentes con preferencia, a ser colo-
cados, sin consumir turno, en las vacantes efectivas que existan enton-
ces en el escalafón, y si no existiese ninguna, en las que ocurran desde
aquella fecha. Se entiende por vacantes efectivas las que tienen por
?ausa la salida, o sus resultas, de uno o varios individuos de la escala
ictiva del Cuerpo y las producidas por aumento numérico de plantilla.
Dichos funcionarios deberán ser colocados en las vacantes que haya
ín la clase a que pertenezcan, y caso contrario, tendrán derecho, si así
lo hubiesen solicitado expresamente, a ocupar en comisión cualquiera
jue entonces existiere o se produjere posteriormente de categoría o
:lase inferior a la suya, siempre que no hubiere excedentes de ellas
que tengan solicitada su vuelta al servicio activo, debiendo ser colóca-
los después automáticamente en las demás vacantes de clase o catego-
:ía superior que vayan ocurriendo y no se soliciten por excedentes de
las mismas hasta que haya plaza de la clase que les corresponda : asi-
•nismo tendrán derecho a ser colocados en las vacantes de escala infe-
rior del Cuerpo, con preferencia a los funcionarios diplomados a quie-
nes dichas vacantes debieran reservarse. El orden de prioridad que los
excedentes han de guardar entre sí para ser colocados, cuando sean dos
o más los que hayan solicitado la vuelta al servicio, se determinará por
la fecha de presentación de 6us instancias: en caso de ^oincidir, ten-
drán preferencia los que lleven más tiempo en tal situación. Los Auxi-
liares-Escribientes que reingresen deberán ocupar el lugar que de no
haber obtenido la excedencia les correspondería (arts. 228 y 229, R).
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F) Extinción de la relación de servicios.

La cesación en sus funciones de todo el personal del Tribunal de
Cuentas se producirá en virtud de dos grupos de causas:

a) Por jubilación, cuyo fundamento de hecho puede ser triple:. el
cumplimiento de la edad señalada en la Ley de Funcionarios, la vo-
luntaria solicitud del interesado o la imposibilidad física para el des-
empeño del servicio. La jubilación por edad es automática y será pro-
puesta al Gobierno por la Comisión permanente en el preciso momento
de producirse el motivo determinante; el funcionario afectado causará
baja en el escalafón y en el servicio el mismo día en que cumpla la
edad fijada, cualquiera que sea la fecha de la propuesta o acuerdo sobre
ella; los funcionarios que al llegar a los sesenta y siete años de edad tu-
vieren más de diez años y menos de veinte de servicios, podrán conii-
nuar desempeñando su cargo, previo expediente de capacidad, que de-
berá instruirse anualmente, haciéndose constar la resolución que reca-
yere, cuando fuese favorable al interesado, en el respectivo título ad-
ministrativo (50). La jubilación voluntaria podrá ser solicitada por el
funcionario cuando cuente con más de cuarenta años de servicios y su
concesión corresponderá al Gobierno, previa propuesta de la Comisión
permanente. La jubilación forzosa por imposibilidad física procederá
cuando el interesado se halle impedido intelectualmente o tenga defec-
to físico que lo incapacite para el cargo; podrá ser solicitada por el
interesado o propuesta por la Junta de Gobierno, previa información,
en la que deberán ser oídos sobre el hecho de la imposibilidad presunta
el Presidente del Tribunal, el Secretario, el Censor y los tres compa-
ñeros que precedan inmediatamente en el escalafón al funcionario, si
los hubiere. El acuerdo de jubilación corresponde en todos los casos
al Gobierno (arts. 24, E; 203 y 204, R).

(50) La disposición transitoria 14 del Reglamento declara que "cuando el Presidente
del Tribunal Supremo de la Hacienda Pública proceda de la carrera judicial o fiscal,
habiendo desempeñado cargo de Magistrado en alguno de los Tribunales de la jurisdicción
ordinaria, la edad límite para su jubilación automática, por precepto estatutario, será la
de setenta años". La Real Orden de 1 de agosto de 1927, resolviendo la instancia de don
Pedro SEOANE Y VÁRELA, Magistrado de primera clase del Tribunal Supremo de la Ha-
cienda Pública, establece que el Presidente, los Magistrados y todos los funcionarios del
Tribunal que Vuviesen derechos adquiridos en sus Cuerpos de procedencia, y señalada-
mente en el suprimido Tribunal de Cuentas del Reino, tendrán como edad límite para la
jubilación automática, como excepción del precepto estatutario, la que rigiese en los
referidos Cuerpos. La Real Orden de 17 de agosto de 1925 autoriza el funcionamiento
de la Asociación benéfica de los funcionarios del Tribunal Supremo de la Hacienda
Pública, a instancia de don Diego VILLA, Presidente de aquélla.
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b) Por separación definitiva del servicio, que puede producirse
ambién en virtud de diferentes motivos. El primero de ellos es la con-
lena por delito; una vez que se acredite de modo auténtico la firmeza
]e la sentencia en la que se imponga la pena, se acordará por la Junta
a cesación en el cargo del funcionario condenado, comunicándose al
Gobierno para que dicte la disposición oportuna. Constituye también
ina sanción (la última de la escala gradual), reservada para el cas-
igo de las faltas muy graves, y, finalmente, puede ser impuesta por
esolución firme del Tribunal de Honor. En todo6 los casos corresponde
t la Junta del Tribunal acordar el cese del funcionario y al Gobierno
leclarar la separación definitiva en forma de Real Decreto o Real Or-
len de la Presidencia, según la categoría del funcionario (arts. 24, E;
!03 al 207, 273 y 302, R).
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